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El presente trabajo de investigación tiene como objetivo principal determinar las 
razones jurisprudenciales y legales sobre las cuales se sustentan las altas cortes para la 
valoración, de manera excepcional, de la práctica de la prueba testimonial realizada ante 
notario para efectos judiciales, ello en el marco de la descentralización por colaboración y en 
el interés por coadyuvar a superar o mitigar el atraso judicial en el que actualmente se 
encuentra la rama judicial. Esto conllevó a la definición de los objetivos específicos como 
fueron: Analizar los fundamentos jurídicos sobre los cuales se sustenta la descentralización 
por colaboración en el ámbito del servicio notarial; identificar las principales razones legales 
y jurisprudenciales que impiden practicar pruebas testimoniales  
con fines judiciales en el ámbito notarial y; por último, proponer reglas y principios 
que pueden regir la recepción de pruebas testimoniales ante notarios con fines judiciales, sin 
que pierda su carácter fedante. 
 
Estos objetivos se fundamentan en la problemática presente en Colombia respecto a la 
recepción de las pruebas testimoniales anticipadas con fines judiciales, que se enmarca en un 
contexto de atraso judicial; en el proceso que terminó con la declaratoria de 
inconstitucionalidad de las medidas de descongestión judicial, en particular de las pruebas 
extraprocesales ante notarios y en la falta de criterios claros para diferenciar el testimonio de 
otros medios de prueba. 
 
A partir de esta problemática, la pregunta de investigación que se estableció fue: 
¿Cuáles son las razones esgrimidas por las altas cortes para negar valor probatorio a la prueba 
testimonial realizada ante Notario? La importancia de dar respuesta a este interrogante radica 
en la necesidad de que uno de los medios de prueba fundamentales como es el testimonio, 
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cuente con mayores herramientas jurídicas que permitan que se pueda llevar a cabo conforme 
a unos criterios más idóneos para aplicar pronta y efectiva justicia, esto es, sin vulnerar los 
derechos fundamentales que les asisten a las partes, así como sin que ello implique que se 
transgredan las razones y límites entre la función notarial y la función jurisdiccional.  
 
Esto permitió determinar como hipótesis que las Cortes de cierre en Colombia han 
considerado que la prueba testimonial práctica ante notario puede conllevar a la vulneración 
de derechos fundamentales de las partes, a su vez que la función notarial es de carácter 
administrativo en el marco de la desconcentración por colaboración y la prueba testimonial 
obrará dentro de la actuación jurisdiccional siendo una y otra funciones separadas del Estado 
que requieren de su colaboración armónica conforme al precepto constitucional 
 
Asociado a estos elementos, se debe decir que la descentralización por colaboración y 
la descongestión judicial son dos elementos fundamentales para lograr mayores niveles de 
eficiencia en la aplicación de justicia en Colombia, ello en el marco de lograr una mayor 
celeridad en los procesos.  
 
Respecto a la metodología, valga decir que el tipo de investigación es la ciencia 
jurídica, cuyo fundamento se encuentra consignado en las normas legales, el desarrollo de la 
doctrina y la jurisprudencia. En esa misma medida, el enfoque de investigación es de tipo 
cualitativo, que se lleva a cabo a través de la descripción de un fenómeno específico que 
permita identificar su profundidad. Ahora, para un acertado desarrollo del objeto de 
investigación, así como de sus implicaciones, se valió del criterio documental jurídico, esto es 
que las fuentes primarias estuvieron dadas por los documentos jurídicos, expresados en 




Bajo este entendido, en el primer capítulo se formulan y desarrollan los elementos 
básicos de la investigación, como es la definición de la problemática, así como la justificación 
y los respectivos objetivos de investigación. En el capítulo segundo se determinan los 
elementos teórico-conceptuales y doctrinales sobre la descentralización por colaboración, 
partiendo de elementos clave como la función administrativa, la descentralización 
administrativa y la propia descentralización por colaboración en el ámbito de la función 
notarial.  
 
Ulteriormente, en el tercer capítulo, se exponen los fundamentos del testimonio y de la 
prueba anticipada, partiendo de elementos generales, hasta llegar con el análisis 
jurisprudencial de la prueba anticipada en las diversas jurisdicciones (civil, penal, público y 
constitucional). El análisis de estos elementos permitió abordar el cuarto capítulo, en el que se 
identifican los principios y reglas que rigen la prueba anticipada testimonial y su posible 
aplicación o valoración ante notarias.  
 
Finalmente, las conclusiones reflejan que las reglas y principios que rigen actualmente 
la actividad notarial, impiden e imponen barreras a los notarios en la recepción de testimonios 
como medio de prueba anticipada con fines judiciales. Ello conlleva en subrayar que aún se 
conservan criterios o reglas generales que aplican los operadores judiciales en la aplicación de 
los testimonios, sin que existan mecanismos que posibiliten, en el marco del derecho al 
debido proceso y a la aplicación de pronta y debida justicia, que los notarios puedan 






En el presente capítulo se hace un breve recuento sobre los fundamentos de la 
investigación, iniciando con la identificación del problema de investigación y la respectiva 
pregunta de investigación, para avanzar ulteriormente con la justificación y objetivos del 
estudio, tanto el general como los específicos.  
 
1.1. Problema de investigación 
La problemática en que se inscribe el presente objeto de investigación presenta en 
principio, tres componentes interrelacionados que coadyuvan a caracterizar y proponer un 
manejo especial al tratamiento que actualmente se da a la prueba testimonial. Estos elementos 
son en concreto el atraso judicial, la inconstitucionalidad declarada por la Corte 
Constitucional de algunas medidas de descongestión judicial y la falta de clarificación 
jurídico-procesal entre testimonio y otros medios de prueba. 
 
El primero de ellos corresponde al permanente y recurrente fenómeno de atraso 
judicial, el cual viene afectando desde hace varias décadas el objetivo de Administración de 
justicia, como es de poder garantizar el acceso a la justicia, así como una respuesta efectiva y 
eficaz a las demandas de los ciudadanos.  
 
Esta situación ya la había puesto de manifiesto en 2004 el Consejo Superior de la 
Judicatura (CSJ) en el que se declaraban tres causales específicas para dicho atraso judicial: 
“La proliferación de normas jurídicas como medio para adecuar el conjunto normativo con 
la realidad nacional, la duración de algunos procesos judiciales y la congestión en despachos 




Conforme a este primer diagnóstico, se observa que el problema obedece a la 
multicausalidad del fenómeno judicial, el cual ha buscado ser resuelto de diversas maneras, 
siendo una de ellas la inyección de recursos económicos para mejorar los niveles de atención. 
Sobre esto, valga decir que, pese a que el Consejo Superior de la Judicatura invirtió un total 
de 2,3 billones de pesos, el equivalente al 17% de todo el presupuesto de la rama judicial, para 
superar la crisis de congestión judicial en los juzgados, las metas no han sido logradas: 
 
Al Fondo para la Modernización, Descongestión y Bienestar de la Administración de 
Justicia administrado por el Consejo Superior de la Judicatura, o quien haga sus veces, se le 
asignaron cerca de once (11) fuentes de recursos, de los cuales no se conoce aún el impacto 
que hayan tenido en la modernización de la Justicia, pues lo que se advierte en la actualidad es 
que el aparato judicial continúa congestionado y el sector justicia tiene dificultades en cuanto a 
planta física, remuneración de sus funcionario y elementos para desarrollar sus funciones de 
defensa judicial (Contraloría General de la República, 2016, p. 63).  
 
Esta entidad subraya que de los 1.598 despachos judiciales, apenas 6 lograron cumplir 
con el 90% respecto al número de fallos emitidos, en tanto que 555 juzgados no alcanzaron a 
llegar al 70% de cumplimiento, lo que equivale al 34,73%. La preocupación para esta entidad 
es que 905 despachos no reportaron la información solicitada, es decir que no se tienen datos 
del 56,63%, siendo esto un panorama alarmante frente a la necesidad de que se imparta 
justicia con celeridad y eficiencia.  
 
Aparte de la falta de resultados presupuestales, Bejarano (2016) plantea que dicho 
atraso obedece a las innumerables deficiencias que presenta el sistema judicial en Colombia, 
siendo la más periódica la lentitud en las actuaciones judiciales, con la gravedad que muchos 




Entre más tiempo transcurre entre el surgimiento de un conflicto y su resolución, menores 
oportunidades tienen el juez y las partes de probar los hechos. La dilación tiene efectos 
destructivos en el material probatorio, en la memoria y, en general, en el ímpetu para 
demostrar la causa (Bejarano, 2016, p. 2). 
 
Enseguida, añade este autor que las consecuencias son muy negativas, sobre todo en el 
actual posconflicto, ya que sin justicia no es posible lograr que Colombia pueda vivir en paz. 
Como ejemplo, subraya que en primera instancia un proceso suele tardar entre 4 y 5 años, 
independientemente de la jurisdicción, sin que haya funcionado el llamado Plan Nacional de 
Descongestión (PND) puesto que el mismo adolece de falta de coherencia y eficacia 
(Bejarano, 2016, p. 12). 
 
De otro lado, llama la atención que en el Informe de Rendición de Cuentas de julio 
2017 a junio de 2018, llevado a cabo por el Ministerio de Justicia y del Derecho (2018) no se 
haya hecho mención alguna a posibles alternativas o estrategias para solucionar o minimizar 
el problema de la congestión judicial, ya que su interés estuvo centrado básicamente en los 
temas de la justicia restaurativa, en los métodos alternativos de solución de conflictos y en el 
Plan Decenal del Sistema de Justicia, pero sin hacer mención expresa a la descongestión 
judicial.  
 
No sucedió lo mismo en la Rendición de Cuentas a 2015, presentada por este 
ministerio, en el que sí se observó una dinámica distinta, pues se incluyeron rubros 
específicos para la descongestión judicial, fundamentados principalmente en la Ley 1743 de 
2014, relativa a nuevas alternativas de financiación de la rama judicial, pero no en hacer 
ajustes de fondo para minimizar dicho retraso en la justicia. Aunado a lo anterior, dicho 
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informe subraya la importancia dada al “Programa Nacional de Conciliación Extrajudicial en 
Derecho y/o arbitraje”, con el objetivo de contribuir en la descongestión judicial, el cual 
consistió principalmente en la creación de nuevos centros de conciliación.  
 
Analizando los informes de gestión del Ministerio de Justicia en su conjunto, si bien se 
observa que se incluyeron acciones o programas para resolver problemas puntuales que 
generan atraso frente al proceso judicial que deben llevar a cabo los ciudadanos, como es el de 
los centros de conciliación, no se generaron otros mecanismos alternativos para la 
descongestión judicial.  
 
Con esto se considera que estas decisiones no se orientaron a atacar problemas de 
fondo, sino en ofrecer alternativas superficiales de acceso a la justicia (Londoño, 2008) sobre 
todo en el manejo de los requisitos generales y especiales de procedibilidad en relación con el 
manejo de la prueba testimonial, que es el objeto del presente estudio.  
 
De otro lado, como segundo elemento problemático, se encuentran las decisiones de 
inconstitucionalidad proferidas por la Corte Constitucional respecto a algunas medidas de 
descongestión judicial propuestas por el legislativo, en concreto, la práctica de pruebas 
extraprocesales por parte de los notarios (Herrera, 2015). 
 
Efectivamente, mediante sentencia C-863 de 2012, declaró la inexequibilidad del 
artículo 113 de Ley 1395 de 2010, sobre la base de que la potestad establecida en el artículo 
113 de la Ley 1395 de 2010 es “formal y materialmente función jurisdiccional” ya que la 
misma se encuentra ligada a los procesos judiciales y los notarios no se encuentran 




Si bien la sentencia en mención merece un análisis más profundo, aspecto que se 
tocará en un apartado posterior, en éste se limitará su exposición al problema que subyace en 
dicha sentencia, como es la descongestión judicial y la capacidad de los jueces para atender 
todos los requerimientos que exige la justicia para que la misma sea eficaz. En este sentido, 
valga decir que existen sentencias emitidas por la propia Corte Constitucional en el que se da 
plena validez a las pruebas extraprocesales adelantadas ante notario, siendo, entre otras la 
sentencia T- 363 de 2013 (derecho al acceso a la justicia y defecto por exceso ritual 
manifiesto) y T-247 de 2016 (principio de libertad probatoria y prueba testimonial trasladada). 
 
Como bien se puede advertir, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de las 
pruebas extraprocesales en el ámbito notarial, pero, por otro lado, avala en igual medida casos 
cuyo sustento constitucional se encuentra en una prueba extraprocesal practicada ante notario, 
con lo cual, se asume que existen casos que ameritan la valoración de dichas pruebas y, por 
ende, de un análisis más profundo para dar vía libre a que los notarios asuman de forma más 
precisa y eficiente dicho manejo con fines judiciales.  
 
Por último, otro de los problemas que se avizora en el ámbito de las pruebas 
extraprocesales es el relacionado con el ambiguo tratamiento jurídico dado a dos nociones en 
principio muy similares, pero con sentidos diferentes, como son el testimonio y el 
interrogatorio (Scarpetta, s.f., Cortés y Vásquez, 2012). Bajo estas dos figuras, el legislador ha 
generado una contradicción en el ámbito procesal civil, ya que estableció que entre las reglas 
para la toma de un testimonio, se debe regir por los criterios de un interrogatorio, 
desvirtuando con ello la naturaleza y fines de ambos elementos, tal como se observa en el 




Evidentemente, en los artículos 187 y 188 de la ley ibídem se expresa por el legislador 
la posibilidad de rendir un testimonio (con o sin citación de las partes), para lo cual exige la 
aplicación del artículo 221 de la misma ley, el cual ya asume es la “práctica de 
interrogatorio”. Esta falta de precisión conceptual es la que se considera que ha sido uno de 
los principales problemas para habilitar la práctica de pruebas extraprocesales por parte de los 
notarios.  
 
1.1.1. Formulación del problema 
Con fundamento en la problemática mencionada, se formula la siguiente pregunta de 
investigación ¿Cuáles son las razones esgrimidas por las altas cortes para negar valor 
probatorio a la prueba testimonial realizada ante Notario? 
 
1.2. Hipótesis de trabajo 
Conforme al análisis desarrollado, se puede afirmar que las Cortes de cierre en 
Colombia han considerado que la prueba testimonial practicada ante notario puede conllevar a 
la vulneración de derechos fundamentales de las partes, a su vez que la función notarial es de 
carácter administrativo en el marco de la desconcentración por colaboración y la prueba 
testimonial obrará dentro de la actuación jurisdiccional siendo una y otra funciones separadas 




La descentralización por colaboración y la descongestión judicial son dos instituciones 
fundamentales para lograr mayores niveles de eficiencia en la aplicación de justicia en 
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Colombia, ello en el marco de lograr una mayor celeridad en los procesos. Esta afirmación se 
sustenta en estudios, como los realizados por Pla (2008) quien subraya cómo en el caso de 
Suiza, los resultados han sido positivos, puesto que ha logrado la consolidación del sistema 
judicial, el cual se materializa no sólo en la unificación de la doctrina jurisprudencial, sino en 
la resolución de los conflictos judiciales de forma eficaz.  
 
En ese sentido, Aponte (2008) subraya cómo la descentralización por colaboración se 
encuentra enmarcada en el nuevo enfoque global orientado a la tercerización, en el que el 
Estado pretende que las funciones propias de este, sean llevadas a cabo por particulares. Esto 
resulta relevante en la medida que posibilita mecanismos de flexibilización que coadyuvan a 
la administración eficaz de la justicia.  
 
De otro lado, desde la perspectiva del atraso judicial que presenta Colombia, el estudio 
es importante porque retoma la discusión que se viene presentando frente a las pruebas 
extraprocesales, sobre todo los testimonios con fines judiciales, ya que es uno de los aspectos 
que mayor demora procesal genera y que, en virtud de la ley, los notarios podrían asumir 
eventualmente un papel preponderante para agilizar estos procedimientos judiciales y 
contribuir con ello a un ejercicio de la justicia más eficaz.  
 
En igual sentido se ha pronunciado la Corte Constitucional respecto a la 
descentralización por colaboración, quien ha señalado que la complejidad de la organización 
política del Estado colombiano, exige u obliga a contar con los particulares para la realización 




En la Constitución Política se encuentra la autorización para que el ejercicio de funciones 
públicas y la prestación de servicios de esa misma naturaleza sean confiado a particulares. La 
complejidad y el número creciente de las tareas que la organización política debe cumplir en la 
etapa contemporánea ha llevado a procurar el concurso de los particulares, vinculándolos, 
progresivamente, a la realización de actividades de las cuales el Estado aparece como titular, 
proceso que en algunas de sus manifestaciones responde a la denominada descentralización 
por colaboración, inscrita dentro del marco más amplio de la participación de los 
administrados "en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación", consagrada como uno de los fines prevalentes del 
Estado colombiano (Corte Constitucional, 1997, Sentencia C-181). 
 
Es entonces la descentralización por colaboración, en este caso en cabeza de los 
notarios, un escenario propicio para resolver problemas coyunturales de la justicia 
colombiana, siendo, en este caso, la aplicación de las pruebas extraprocesales como un 
elemento sustancial que merece un análisis profundo, tal como se hace en el presente estudio.  
 
1.2. Objetivos 
1.2.1. Objetivo general 
 
Establecer las razones esgrimidas por las altas cortes para valorar de manera 
excepcional, la prueba testimonial realizada ante Notario. 
 
1.2.2. Objetivos específicos 
 Analizar los fundamentos jurídicos sobre los cuales se sustenta la descentralización 
por colaboración en el ámbito del servicio notarial.  
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 Identificar las principales razones legales y jurisprudenciales que impiden practicar 
pruebas testimoniales con fines judiciales en el ámbito notarial.  
 Proponer reglas y principios que pueden regir la recepción de pruebas testimoniales 






2. Descentralización por colaboración 
2.1. Función administrativa 
Con Montesquieu y su teoría del principio de la separación de poderes, la construcción 
del Estado se ha basado en la división de sus funciones, significando con ello que cada uno de 
estos poderes conserve su independencia, pues esto afectaría sensiblemente el sentido de la 
libertad y autonomía que debe estar presente:  
 
Cuando el poder legislativo y el ejecutivo se reúnen en la misma persona o el mismo 
cuerpo de magistrados, no hay libertad (…) no hay tampoco libertad si el poder judicial no 
está separado del legislativo y el ejecutivo (…) Todo estaría perdido si el mismo hombre, o el 
mismo cuerpo de los próceres o de los nobles o del pueblo, ejerciese estos tres poderes: el de 
hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las 
diferencias de los particulares (Montesquieu, 1906, p. 227).  
 
Con esta expresión dada por Montesquieu, se tiene clara la necesidad de que dicha 
separación de poderes esté acompañada de una clara distribución de funciones, la cual se 
materializa en cada una de las constituciones conforme al fin que se persiga, de allí que se 
pueda colegir que no existiría separación de poderes, sino separación de funciones.  
 
Esta clarificación permite acercarse de mejor manera al concepto de función 
administrativa, particularmente en la Corte Constitucional que, mediante Sentencia C-189 de 
1998, la definió a partir de su clasificación de función administrativa activa y pasiva. La 
primera corresponde a “aquella por medio de la cual un órgano busca realizar el derecho y 





En dirección distinta se encuentra la función administrativa pasiva, cuya tarea “no es 
ejecutar acciones administrativas sino verificar la legalidad y, en ciertos casos, la eficacia y 
eficiencia de gestión de la Administración activa” (Corte Constitucional, 1998, Sentencia C-
189). Aclara en la misma sentencia que dichas funciones administrativas, tanto activas como 
pasivas, no recaen necesaria o exclusivamente en una rama de poder, sino que depende es de 
los fines que se hayan establecido para cada una de las entidades.  
 
Además de esta clasificación, sostiene la misma Corte Constitucional, mediante 
Sentencia C-036 de 2005, que en el ámbito de la función administrativa se identifican varios 
tipos de principios, todos ellos soportados en el art. 209 de la Constitución Política: 
finalísticos, funcionales y organizacionales. Los primeros, como su nombre lo señalan, 
responden a la necesidad de identificar los fines de la función administrativa; los segundos, 
funcionales, se refieren en concreto a la forma como se debe ejercer y, por último, el 
organizacional, el cual define o identifica cómo se pueden repartir dichas competencias.  
 
De igual manera, desde la doctrina se viene señalando que la función administrativa 
corresponde al “cumplimiento cabal de todos y cada una de las funciones del proceso 
administrativo: planificar, coordinar, direccionar y evaluar de manera eficaz y eficiente” 
(Fossi, Castro, Guerrero y Vera, 2013, p. 49). Se entiende por esta definición que la función 
administrativa corresponde a un proceso representado en tareas específicas orientadas a una 
gestión eficiente de la administración pública.  
 
En concordancia con esta definición Bernal (2008) precisa que la función 
administrativa tiene que ver con aquél conjunto de actividades orientadas a la satisfacción de 
los fines del Estado, siendo el más relevante el bienestar general. Dice el autor que esta 
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función se encuentra orgánicamente asignada a la rama ejecutiva, lo que lleva a que se pueda 
asumir desde la administración centralizada, pero también en la descentralización, funcional 
como territorialmente. 
 
El conjunto de estas actividades está compuesto por actividades tendientes a la ejecución de 
la Ley, reglamentación de la Ley, la potestad nominadora, de contratación, de policía para la 
preservación y conservación del orden público, control, súper vigilancia y seguimiento a la 
actividad económica, el ahorro privado, las actividades societaria, bursátil, cooperativa, y de 
prestación del servicio (Bernal, 2008, p. 75). 
 
2.2. La descentralización administrativa 
Comprender el tema de la descentralización implica previamente asumir la estructura 
del Estado en Colombia, ello con el fin de identificar el sentido dado al tema de la centralidad 
de este y la descentralización como un elemento adicional que lo enriquece. Se habla 
entonces, de una república unitaria caracterizada por tener una sola Constitución, así como 
una rama ejecutiva con la capacidad y poder para administrar en todo el país, con lo cual se 
supone la existencia de un mando superior que buscan la coherencia y unidad en las 
decisiones.  
 
Asimismo, se plantea o reconoce la existencia de un equilibrio, cuya base está en la 
centralización, pero sin que ello implique desconocer las características propias que tiene la 
descentralización administrativa, otro de los elementos inherentes en una república unitaria.  
 
Esto se encuentra debidamente soportado en el artículo 209 de la Constitución 
Política, el cual expresa que la función administrativa se debe aplicar conforme a unos 
intereses generales, pero que su desarrollo debe estar basado en principios como “igualdad, 
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moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones”. 
 
El carácter dado a la función administrativa refleja claramente la importancia de la 
descentralización como uno de los ejes para que el Estado logre el equilibrio necesario, sobre 
todo en materia de la función administrativa. 
 
Se tiene así la existencia de una centralización administrativa, caracterizada por ser un 
mando superior al cual se encuentran sometidos los demás órganos administrativos, ante lo 
cual surge la existencia de una jerarquía constitucional y legal: “La centralización 
administrativa existe cuando los órganos se encuentran colocados en diversos niveles pero 
todos en una situación de dependencia en cada nivel hasta llegar a la cúspide en que se 
encuentra el jefe supremo de la Administración Pública”. (Fraga, 1994, p. 165). 
 
De lo aquí señalado, se puede decir que la organización administrativa, así como su 
adecuado funcionamiento, es posible gracias al nivel de dependencia de los distintos órganos, 
a su jerarquía, en tanto el nivel y poder de control central posibilita la capacidad de transferir 
tareas a entes periféricos, es decir, en otras palabras, en configurar un proceso de 
descentralización que tendrá siempre la vigilancia ejercida por un poder central.  
 
Al respecto, especifica la Corte Constitucional que la centralización también implica la 
transferencia de competencias a los entes territoriales, pero sin que ello involucre una ruptura 
entre ambos poderes (central y regiones), pues su fundamento está sentado en el principio de 
coordinación y en el control de tutela: “esta transferencia no implica la ruptura total del 
vínculo entre el poder central y la entidad descentralizada, sino que en aras de garantizar el 
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principio de coordinación que gobierna la función administrativa, dicho vínculo permanece 
vigente a través del llamado control de tutela”. (Corte Constitucional, sentencia C-727 de 
2000). 
 
De esta afirmación se puede colegir que el Alto Tribunal ha planteado varios 
elementos fundamentales para la comprensión de la descentralización. En primer lugar, que es 
inherente a la naturaleza de un Estado unitario; segundo, que el Estado central puede transferir 
funciones a terceros, sin que ello implique que se rompa con la propia génesis de la función 
transferida; por último, que el poder central conserva la garantía de velar porque dicho 
ejercicio de funciones sea el adecuado.  
 
En ese sentido, se ha definido la descentralización en los términos señalador por la 
Procuraduría General de la Nación (PGN, 2011) que la concretó como “la transferencia, o 
entrega, de competencias y/o funciones administrativas y recursos, a personas públicas 
creadas por el poder central del Estado, para que las ejerzan en su propio nombre y bajo su 
propia responsabilidad” (p.28). Noción que a su vez se plasma en la Ley 489/98.  
 
Hay unos elementos esenciales a destacar dentro de esta definición, siendo uno de 
ellos que el tercero particular queda investido como servidor público, luego le atañe el mismo 
nivel de responsabilidades y obligaciones, tal como se tiene previsto en la Carta Política en su 
artículo 123 el cual reza que “La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 




Aunado a ello, en el artículo 210 de la misma Constitución, relativo a la función 
administrativa, subraya que los “particulares pueden cumplir funciones administrativas en las 
condiciones que señale la ley”. 
 
Otro de los elementos, surgido del mismo análisis de la Carta Política, plantea que el 
Estado transfiere parte de sus facultades para que este tercero particular pueda ejercerlo a su 
nombre, luego es de mayor importancia y exigencia que se ciña a los presupuestos jurídicos 
establecidos para las funciones de que fue investido. En ese sentido, se habla de unas 
características comunes a la descentralización como son las de otorgar competencias, 
facultades y tareas concretas (funciones) “de las cuales se desprende la escala central del 
gobierno (la nación) para que las cumpla otra persona jurídica pública de carácter territorial o 
por servicios” (PGN, 2011, p. 16). 
 
Sobre estas características se observa cómo los fines de la descentralización se 
orientan en la generación de una mayor cobertura y capacidad del Estado en la prestación de 
los servicios públicos, los cuales se encuentran íntimamente relacionados con los derechos 
fundamentales, ya que las facultades que se otorgan dentro de aquella gozan de libertad, no 
absoluta, para cumplir con las funciones que la ley confiere. 
 
Ahora, dentro de los propósitos, Mendoza (2016) plantea que estos son múltiples ya 
que su intención es copar todas las actividades que se desarrollan al interior de los territorios. 
En ese sentido, estarían aspectos como aumentar la participación e inclusión de la población 
para la resolución de las problemáticas; racionalización del gasto público; descongestionar la 
administración pública; fortalecer las diversas instancias que tiene el Estado; establecer 
límites a la actuación del poder central o gobierno central; generar una mayor congruencia 
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entre la demanda y oferta de servicios públicos (regional y local); y generar un mejor modelo 
económico, centrado en el interés y el desarrollo social.  
 
De igual manera, la descentralización como institución jurídica, en sus diversas 
manifestaciones, se considera que es un fenómeno socio-jurídico, en tanto surge como un 
intento por parte del Estado para dar respuesta jurídica oportuna a las diferentes exigencias 
sociales que, bajo condiciones normales, no las puede hacer, luego se requiere que dichas 
labores sean asumidas por otras instancias, las cuales deben estar plenamente regladas como 
cuerpo jurídico.  
 
Esto implica necesariamente que, dicha descentralización se encuentre vinculada 
dentro de la estructura organizativa del Estado, en particular a la función administrativa. Al 
respecto subraya Arango (2013) que dichas funciones dependen de la forma como se organice 
el Estado, ya que ello determina la forma como se asignan las “competencias y se regulan las 
relaciones entre ellos para el cumplimiento de las tareas administrativas que se le imponen al 
estado” (p. 95). 
 
Bien vale señalar que la descentralización administrativa se debe comprender como 
todas esas etapas que hacen parte del ejercicio en el que se le retiran poderes a la autoridad o 
gobierno central, con el objetivo de que se puedan distribuir en los diversos órganos locales o 
regionales, para ejercer el respectivo derecho a la autodeterminación, conforme a los criterios 
establecidos en la ley, de ahí que se considere como parte de la distribución de poderes en el 




Señala el mismo autor que en Colombia se está ante un centralismo político, pero 
también frente a una administración descentralizada, de ahí que se pueda considerar que en la 
Constitución de 1991 prevalecen elementos de la Constitución de 1886, lo que genera que la 
autonomía territorial sea limitada. No obstante, precisa que estas entidades tienen, entre otros 
derechos autónomos, gobernarse por autoridades propias, ejercer competencias específicas, 
administrar recursos y tributos y participar de las rentas de la Nación.  
 
A partir de estos elementos, Arango (2013) identifica tres características que 
identifican el proceso de descentralización administrativa. El primero, que hay desde la 
administración central un desplazamiento o cesión de competencias y funciones al ámbito 
local o regional, la presencia de unos entes administrativos distintos a los ya establecidos de la 
Administración central y del nuevo ente y, por último, se precisa una modificación de la 
propia estructura administrativa del Estado.  
 
Otro de los aspectos no menos importante, es el relativo al control que debe ejercerse, 
en el que Valencia y Karam (2015) destacan que debe ser una actividad permanente llevada a 
cabo por diversos entes, internos como externos, para verificar que haya un cumplimiento de 
los planes, programas y proyectos que realiza la administración regional o local. Tiene 
entonces, la finalidad de “corroborar el cumplimiento de las normas aplicables y la realización 
de objetivos y programas previamente planificados especialmente en el poder ejecutivo” (p. 
172).  
 
En síntesis, se puede decir que la descentralización administrativa es una forma de 
materialización de buenas prácticas entre el sector privado y el sector público, orientados a la 
buena gestión pública. Esto en función de que el primer lleva a cabo la prestación del bien o 
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servicio, en tanto que el segundo lleva a cabo un proceso de seguimiento y control de tales 
actividades, de ahí que se hable de un servicio integral.  
 
2.3. Descentralización por colaboración 
Valga señalar que el origen histórico de la descentralización por colaboración se 
encuentra en el período de la conquista y la colonia en América Latina. En concreto, se 
observó en las Bulas Inter Caetera (1943) y EaQuae (1506) decretadas por el Papa Alejandro 
VI para otorgar las tierras halladas en América a los Reyes Católicos de Castilla y León. Se 
prohibió en las bulas que cualquier persona pudiera ir a estas tierras a ejercer el comercio, 
salvo que tuvieran la paz y salvo de los Reyes Católicos.  
 
A su vez, los Reyes Católicos, en uso del poder de exclusividad, expidieron cédulas 
reales de 1495 y de 1501 en las que se dispuso que todo vasallo y extranjero requería especial 
licencia y mandato para ir a la tierra firme e islas descubiertas o por descubrir, so pena de 
perder navíos, mercaderías, armas y demás cosas en favor del fisco real, sin perjuicio de las 
penas de cárcel o muerte (Mendoza, 2016, p. 318). 
 
Ulteriormente, en el período poscolonial se estableció el primer Estatuto del 
Notariado, ello mediante la Ley 3 de 1852, el cual dio paso al notario y dejando por fuera al 
escribano propio de la legislación española. Más adelante; en 1878 se creó la Cámara de 
Comercio de Bogotá como un espacio en el que quedaron representados los intereses de los 
empresarios. Estos datos históricos, permiten indicar como la descentralización por 




De otro lado, un primer acercamiento conceptual a la descentralización por 
colaboración lo trae a colación García, Colmenares y Rolon (2014) quienes precisaron que la 
Administración del Estado no tiene un carácter absolutista, sino que se encuentra distribuida 
en varias entidades, algunas de carácter nacional, otras en el orden territorial; también están 
las especializadas y las de servicios: “también, entre ciertas entidades particulares que, 
conforme a la ley, se encuentran facultadas y aptas por su experiencia para desarrollar ciertas 
actividades administrativas, propias del Estado, lo cual se conoce como descentralización por 
colaboración” (p. 2). 
 
Dando seguimiento al análisis de la descentralización, valga señalar que al ser 
entendido como un instrumento orientado a la integración entre las funciones del Estado y las 
que éste delega a terceros, se plantea entonces que dichas potestades se deben fundar en 
vínculos de colaboración.  
 
De la misma manera, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-909 de 2007, 
define la descentralización por colaboración de la siguiente manera:  
 
Un determinado tipo de entidad privada, nacida de la libre iniciativa de los particulares, y que 
inicialmente se constituye para cumplir propósitos que sólo interesan a éstos, en razón del 
conocimiento y la experiencia por ella acumulados, es investida por ley de determinadas 
funciones públicas, bajo la consideración de que su cumplimiento resulta más eficiente en 
cabeza suya que en cabeza de una entidad estatal. En cada caso de asignación de tales 
funciones, la misma ley regula de manera cuidadosa todos los aspectos relacionados con el 
carácter público de la función encomendada. 
 
A partir de esta definición, se puede comprender cómo la descentralización por 
colaboración es una institución del Derechos Administrativo, a través de la cual el Estado 
busca confiar funciones propias de este a terceros particulares, ello con el objetivo de que 
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pueda dar las debidas garantías para la prestación de un servicio determinado. Uno de los 
principales efectos de estas funciones corresponde a la autonomía en el desempeño de dichas 
actividades encomendadas, pero advirtiendo que esta no es ilimitada, ya que el Estado se 
guarda el derecho y el deber de fiscalización y supervisión del servicio prestado.  
 
Profundizando, Mendoza (2016) plantea que la descentralización por colaboración 
presenta diversas y crecientes formas de relaciones entre tres actores: el Estado, el sector 
privado y los usuarios o beneficiarios de los bienes y servicios.  
 
Participan en este tipo de descentralización personas de derecho privado en sentido 
amplio, es decir, tanto las corporaciones de iniciativa privada con ánimo de lucro, como las 
formas corporativas de solidaridad y colaboración en las que se destacan los gremios, los 
colegios de profesionales y los sindicatos (Mendoza, 2016, p. 87).  
 
Los criterios establecidos a la descentralización por colaboración conllevan a que los 
privados, en su función pública y administrativa, puedan ejercer potestades, en principio del 
Estado, tales como expedición de actos unilaterales, notariado y registro, señalamiento de 
conductas y funciones fiscales, entre otras. Sobre esta base, la autora arriba citada identificó 
tres tipos de descentralización por colaboración en Colombia: “el financiamiento de la 
construcción de la infraestructura; la prestación de bienes y servicios de interés público; y el 
cumplimiento de funciones administrativas públicas (Mendoza, 2016, p. 348). 
 
Valga decir que el cumplimiento de dichas funciones administrativas se ve mediada 
por la labor del Estado en materia de vigilancia y control de tales actividades. En ese sentido, 
autores como Mendoza (2016) y Valencia y Karam (2015) determinan que el Estado, en dicho 
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proceso de descentralización debe ejercer las reglas de la accountability, que corresponde a 
las herramientas o instrumentos con los que cuenta el Estado para exigir la rendición de 
cuentas, así como los criterios y exigencias para que se cumplan con las reglas y propósitos 
del bien o servicio objeto de descentralización por colaboración.  
 
En el mundo anglosajón se utiliza el término accountability para referirse a esa 
preocupación constante sobre las limitaciones y restricciones al poder, utilizando controles y 
contrapesos dentro de los ordenamientos jurídicos para impedir que el poder esté concentrado 
o fuera de supervisión por parte de la mayoría (Valencia y Karam, 2015, p. 167). 
 
Dicha definición, en el ámbito latinoamericano, tiene una orientación hacia la 
rendición obligatoria de cuentas. Bajo este contexto, se identifican dos tipos de 
accountability; el vertical, el cual está referido al nivel de control que ejerce la sociedad, tanto 
al Estado como de los terceros que tienen funciones públicas. En segundo lugar, se encuentra 
el accountability horizontal, el cual se enfoca principalmente a los controles entre las propias 
agencias del Estado o, en otras palabras, en la capacidad y ejercicio de control institucional de 
aquellas agencias en cabeza de particulares, como sería para el presente caso de la 
descentralización por colaboración.  
 
En síntesis, la descentralización por colaboración es una institución de Derecho 
Administrativo, a través de la cual el Estado delega funciones a terceros particulares con el 
objetivo de garantizar la eficiencia en la prestación del servicio. El principal efecto que trae 
este tipo de descentralización es que dota de total autonomía a estos terceros para que puedan 
desempeñar de forma adecuada la actividad que le ha sido confiada, pero subrayando que la 
misma no es ilimitada, sino que se encuentra establecida por los criterios jurídicos del Estado, 
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quien es el que debe garantizar y asegurar la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 
calidad del servicio que se presta; pero, a su vez, también logar niveles inmejorables de 
operatividad, racionalidad, eficacia y eficiencia de la justicia.  
 
2.4. Descentralización por colaboración en el ámbito notarial 
Un primer aporte es traído a colación por Aponte (2008) quien lo define como un 
poder conferido a los particulares para el cumplimiento de funciones administrativas ajustadas 
a un marco legal determinado y delimitado:  
 
La descentralización por colaboración, que también se ha llamado privatización de la 
gestión pública, se inscribe dentro del enfoque global de la tercerización y consiste en que por 
mandato de la ley o por vía contractual el Estado encarga a un particular el desempeño de 
funciones que antes desarrollaba directamente con su propia infraestructura y sus propios 
recursos humanos y presupuestales (Aponte, 2008, p. 61).  
 
En esta definición destaca lo que se puede decir respecto a la descentralización por 
colaboración, en tanto privatización o tercerización de la gestión pública, un enfoque global 
que permite, mediante mandato de ley, que el Estado encargue a un particular el desempeño 
de funciones de carácter público. En concepto de Carreño e Infante (2001) este enfoque de la 
descentralización posibilita al Estado contar con la experiencia de los particulares, así como 
con la eficiencia y eficacia del sector privado en materia de servicios públicos.  
 
Frente a la actividad notarial, valga decir que se aplica sin ninguna duda, la institución 
de la descentralización por colaboración. Un primer aspecto, sustentado en el interés general 
que soporta un servicio público, es su función de dar fe que, independientemente de ser un 
servicio prestado por un particular, su interés está dado en formar relaciones de confianza y 
solidaridad al interior de la sociedad. Ello exige que el notario sea una persona con amplias 
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calidades personales y profesionales para que pueda desempeñar sus funciones de forma 
eficiente.  
 
En ese sentido, la tarea de dar fe, es decir de otorgar veracidad sobre lo que se expresa 
en un documento específico, tiene su sustento en el ordenamiento legal, pero primordialmente 
en la Carta Política que, en su artículo 123, deja en claro que “la Ley determinará el régimen 
aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio”.  
 
Bajo este criterio, es menester señalar que las potestades de los particulares presentan 
un límite determinado, que es el que la ley otorgue. Es por ello que la Corte Constitucional, en 
Sentencia C-863 de 2012, citando a García de Enterría, subraya que, frente a la actividad del 
notario, dicha potestad atribuida a los particulares “procede directamente del ordenamiento, 
tiene un carácter genérico y se refiere a un ámbito de actuación definido en grandes líneas y 
no consiste en una pretensión particular sino en la posibilidad abstracta de producir efectos 
jurídicos”. 
 
Igualmente, en Sentencia C-741 de 1998, la Corte Constitucional es clara en señalar 
que existe un imperativo a los notarios para que presten un servicio de forma eficiente, cuyo 
soporte se encuentra en las diversas normas que lo regulan:  
 
“La Constitución confiere entonces una amplia libertad al Legislador para regular de diversas 
maneras el servicio notarial (…) compete a la ley la reglamentación del servicio que prestan 
los notarios y registradores, así como la definición del régimen laboral para sus empleados”. 
 
En síntesis, se puede decir que la descentralización por colaboración en el ámbito 
notarial se caracteriza por encontrarse en cabeza de un particular quien, investido con las 
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facultades otorgadas por la ley, permite que el Estado pueda ampliar el espectro de un servicio 
público hacia sus administrados, lo cual posibilita que estos no se vean conminados a largos 
procesos judiciales. Esto beneficia, sin duda, a las partes como a la propia administración de 
justicia, puesto que genera un espacio idóneo a trámites que tienen efectos jurídicos.  
 
Por último, que en una sociedad como la de Colombia, basada en el Estado Social de 
Derecho, resulta imprescindible que la labor judicial adquiera criterios de eficiencia y 






3. El manejo de la prueba en el marco del testimonio como prueba anticipada 
3.1. Elementos generales de la prueba 
Primeramente, es importante delimitar que la prueba hace parte del Derecho 
Probatorio, entendiendo este como el conjunto “de normas que disciplinan la proposición, 
admisión, práctica y valoración de las pruebas” (Lluch, 2012, p. 9). 
 
Clarificado este concepto, es menester considerar la noción de prueba, siendo un 
primer aporte el de Taruffo (2003) quien precisa que es un derecho que tienen las partes para 
producir “toda la prueba relevante que esté en su posesión, para obtener la presentación de 
prueba relevante que esté en posesión de otras partes o de terceros, y que toda aprueba sea 
debidamente considerada por el tribunal” (p. 209).  
 
En el marco de este derecho se plantea que el objeto de la prueba no corresponde 
precisamente a los hechos, sino a las afirmaciones que se hacen sobre estos o, en términos de 
Taruffo (2002) como enunciados sobre hechos. 
 
De acuerdo con el aporte de Taruffo (2003) la teoría de la prueba permite que se pueda 
entender como medio de conocimiento o como medio de persuasión. Como medio de 
conocimiento se plantea que equivale a un conjunto de información “mediante el cual el 
tribunal conoce por inferencia los hechos del caso y realizó una reconstrucción fidedigna de 
esos hechos” (p. 208) de allí que pudiera hablarse de una función epistemológica de la prueba, 
así como de un rol epistemológico que queda en cabeza del tribunal, ello en búsqueda y 




Cuando se habla de medio de persuasión Taruffo (2003) destaca que se utiliza 
meramente por las partes como un medio para convencer al juzgado de que una versión de 
determinados hechos debe ser preferida respecto a otra versión, de ahí que se deba hablar de 
una función retórica de la prueba, en el que el operador judicial asume una creencia, pero no 
se logra tener la verdad objetiva debatida en un tribunal. 
 
Otro de los aspectos a diferenciar sería entre evidence, entendido como medios de 
prueba y proof, que sería la prueba como resultado. Se plantea que la primera noción tiene 
que ver indirectamente con la verdad judicial, es decir datos cognitivos e información que 
pueden coadyuvar a derivar la verdad frente a hechos que se encuentran en litigio, luego el 
medio de prueba, es válido siempre y cuando sea relevante y admisible en un proceso.  
 
Igualmente, se plantea que sólo un hecho puede ser probado o prueba como resultado, 
cuando dichas inferencias, relevantes y admisibles, pueden permitir que se pruebe el hecho y, 
por ende, se puedan inferir con éxito la ocurrencia de este: “Se puede decir que un hecho es 
verdadero sólo cuando se prueba sobre la base de los medios de prueba, y se prueba sólo 
cuando su verdad se funda en ellos (Taruffo, 2008, p. 35).  
 
En concordancia con esta concepción de prueba, se encuentra la definición dada por 
Ruiz (2007) quien precisa que la prueba corresponde a aquellos argumentos o motivos “que se 
desprenden de las fuentes por medio de conocimiento de los que hacen uso las partes o los 
intervinientes en el proceso para conformar la convicción del juez sobre los hechos que son 




Bajo esta perspectiva, la concepción de prueba está dada por el objetivo que se 
percibe, que no es otro que el juez tenga un conocimiento verídico de los hechos objeto de 
litigio. Asimismo, bajo esta premisa se entiende la prueba como un instrumento 
argumentativo utilizado por una de las partes para demostrar que un suceso o cosa, planteado 
en el proceso, ocurrió o se presentó efectivamente tal como se propone por la parte interesada, 
no dejando duda alguna al juez de que ello ocurrió tal cual así. 
 
Desde otra perspectiva, se dice por parte de Lluch (2012) que el objeto de la prueba 
son todas aquellas afirmaciones de los hechos que las partes tienen para alegar e introducir en 
el marco de un proceso. Afirma igualmente que tanto las normas jurídicas como las máximas 
de experiencia constituyen también objeto de prueba, pero que se requiere hacer matizaciones. 
La primera de ellas corresponde a que no todos los hechos se deben probar, siendo solamente 
aquellos que genera controversia, es decir, que lo afirmado, por una parte, es negado por la 
contraria. 
 
Otra de las matizaciones, señala que las normas jurídicas no tienen el mismo 
tratamiento que los hechos, pues aquellas hacen parte de un deber de conocimiento, en el 
entendido de que las partes deben identificar la norma jurídica que le es aplicable al supuesto 
de hecho. Un tercer matiz es el atinente a las máximas de experiencia, que corresponde a 
aquellas reglas no jurídicas que no se encuentran sujetas a la carga de alegación. Éste es el 
caso de los conocimientos propios del juez, los cuales están exentos de prueba; así como la 





En este punto, es necesario plantear que la valoración de la prueba queda en manos del 
juez quien, a través de la admisión de los medios de prueba, es el encargado de su disposición:  
Este proceso se produce de manera distinta en la mente de cada juez e incluso un 
mismo juez no siempre efectúa el mismo recorrido o iter en la valoración probatoria.  
 
La valoración es la actividad judicial consistente en la verificación de las afirmaciones 
fácticas de las partes (justa allegata) en orden a la fijación de los hechos controvertidos (justa 
probata) y su plasmación en la sentencia mediante la motivación del juicio de hecho, sea 
atendiendo a reglas tasadas o a las reglas de la sana crítica (Lluch, 2012, p. 32).  
 
A partir de estos elementos, es menester diferenciar entre la prueba legal o tasada 
frente al sistema de libre valoración, en donde la primera corresponde a la producción de 
reglas que, de forma general y abstracta, establecen el valor que debe cargar a cada prueba 
(Taruffo, 2002). No sucede lo mismo con el sistema de libre valoración, el cual se encuentra 
en cabeza del juez quien deberá aplicar los principios y pautas, discrecionales y flexibles, que 
deben estar soportados en presupuestos de la razón. 
 
La valoración de la prueba trae consigo la necesidad de analizar el derecho a la prueba, 
el cual presenta cuatro facultades: derecho a la proposición de los medios de pruebas por cada 
una de las partes (sujeto a requisitos de tiempo y forma), derecho a la admisión de las pruebas 
propuestas o su inadmisión motivada en los tiempos procesales específicos, derecho a la 
práctica de la prueba admitida y derecho a la valoración de la prueba practicada (Lluch, 
2012). De estas facultades, se desprenden una serie de mandatos para el juez y las partes, los 





Tabla 1. Mandatos para el juez y las partes.  
MANDATOS PARA EL JUEZ MANDATOS PARA LAS 
PARTES 
 Garantizar la aplicación del principio de 
interpretación constitucional. 
 Mayor sensibilidad en relación con las 
garantías procesales (flexibilidad en la 
admisión de la prueba, diligencia en la 
práctica de la prueba, diligencia en el 
ejercicio las facultades judiciales de 
intervención en la práctica de la prueba, 
ordenar la práctica de pruebas para el 
esclarecimiento de los hechos, primacía del 
juicio fáctico). 
 Garantizar el contenido del derecho a la 
prueba (proposición, admisión, práctica y 
valoración). 
 Garantizar la admisión de la prueba 
justificada. 
 Garantizar la aplicación del principio de 
contradicción en las pruebas aportadas. 
 Evitar los formalismos enervantes. 
 Facultades para solicitar la admisión 
y práctica de pruebas y con los medios 
de prueba necesarios. 
 Facultad para reclamar o exigir su 
efectividad. 
 Deber de solicitar la prueba 
conforme a los términos legales. 
 Deber de solicitar el medio de 
prueba legal, conforme al 
ordenamiento jurídico. 
 Deber de ejecutar las pruebas en el 
tiempo previsto. 
Fuente: elaboración propia de Lluch, 2012. 
 
Además de contar con estos elementos, también se identifican varios tipos de pruebas, 
destacando inicialmente que los medios de prueba son un fenómeno multifacético y mediado 
por los diversos factores culturales, históricos y jurídicos, lo que ha generado que se presenten 
diversas concepciones frente a la prueba (Taruffo, 2008). Además de ello, destaca el autor 
que, al aplicar el principio de relevancia, cualquier cosa, hecho o situación que tenga utilidad 
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en la búsqueda de la verdad, deberá ser tomado en cuenta y podrá ser utilizado por cualquiera 
de las partes. 
 
Retomando, se plantea que la clasificación de los tipos de prueba es muy compleja, de 
ahí la necesidad de identificarlos conforme a los rasgos distintivos, ya que no es posible hacer 
una clasificación sistemática, ello en virtud de que existen muchos factores que influyen en la 
construcción de una taxonomía de la prueba, algunos de tipo jurídico (régimen jurisdiccional, 
procesal, normativo) pero también son determinantes los factores sociales y culturales. En ese 
sentido, en la figura 1 se proponen los diversos tipos de prueba judicial que se pueden 
considerar, conforme a unos rasgos que los pueden caracterizar.  
 
Como pruebas directas y pruebas indirectas o circunstanciales. Estas pruebas se 
caracterizan por la conexión que tiene frente a los hechos principales en litigio. Son directas 
cuando atañen directamente al hecho relevante o principal, pero son indirectas cuando no 
versan directamente sobre el hecho principal, pero del cual “se puede extraer razonablemente 
una inferencia acerca de un hecho relevante, entonces las pruebas son indirectas o 





Figura 1. Tipologías de la prueba  





de la prueba 
Según el régimen 
probatorio
Según su origen
Relación entre los 
medios de prueba y 
el hecho a probar
Relación con los 
hechos 
 Pruebas positivas
 Pruebas negativas 
 Pruebas directas
 Pruebas indirectas 
 Prueba oral 
 Prueba escrita o documental
 Pruebas informáticas
 Pruebas circunstanciales
 Libre valoración de la prueba 
(Sana crítica)
  Prueba legal o tasada
 Prueba derecho penal 
 Prueba derecho civil 
 Prueba derecho público
 Prueba derecho constitucional
 Prueba científica o pericial  
 Prueba judicial (ordenada juez) 
 Pruebas de parte





 Prueba anticipada  
 Prueba ordenada por juez
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
También se identifican las pruebas positivas y las pruebas negativas. Éstas pruebas 
tienen un carácter funcional, en tanto plantea la relación entre los medios de prueba y el hecho 
a probar. Conforme a esto, una prueba positiva tiene como fin demostrar la verdad frente al 
enunciado fáctico y; en segundo lugar, la prueba negativa o contraprueba no tiene otro 




Una tercera clasificación de la prueba corresponde a aquella relativa a los rasgos 
extrínsecos que se puedan considerar, siendo estos las pruebas orales, que pueden ser 
realizadas por testigos, las partes o los peritos llamados a rendir testimonio. También se 
identifican las pruebas escritas o documentales, que abarcan aquellos medios de prueba 
consistentes en materiales escritos en donde están señalando enunciados o declaraciones 
respecto a los hechos objeto de litigio. En este rango también se ubican las pruebas 
circunstanciales que “abarcan cualquier cosa o suceso que pueda ser relevante, en general 
como premisas de argumentos inferenciales, para obtener conclusiones acerca de un hecho 
objeto de litigio” (Taruffo, 2008, p. 61). 
 
Además de estos elementos que caracterizan los tipos de prueba, valga mencionar los 
diversos modelos de prueba, siendo, entre otros, el modelo Euro continental y el modelo de la 
prueba legal. El primero se basa en el sistema de libre valoración razonada o de sana crítica, 
en el que “no existen directivas o parámetros legales, los jueces apreciarán libremente la 
prueba, pero conforme a las reglas de la lógica, la experiencia y la crítica o debida 
razonabilidad” (Vargas, 2015, p. 4). 
 
A contrario sensu, la prueba legal, vigente entre los siglos XIII al XVII en Europa, 
tiene como base una aplicación estricta de reglas de valoración de la prueba, bien de origen 
legal o doctrinal: “se basaba en largas y complejas listas de reglas detalladas que establecían 
el peso de cada medio de prueba específico. En consecuencia, al juez le quedaba poca o nula 
discreción en la valoración de la prueba” (Taruffo, 2008, p. 134). Al respecto, señala el autor 
que este tipo de prueba colapsó, no sólo por la imposibilidad de que las reglas de ajustarse a 
los elementos fácticos, sino al creciente nivel de corrupción que generaba condenas o 




En síntesis, la prueba es uno de los elementos esenciales en materia procesal, ya que el 
nivel de valoración por parte del operador judicial, así como la oportunidad que tienen las 
partes de aportarlas, oponerse o aceptarlas; se constituye en un factor clave para aplicar 
justicia, independientemente del régimen en el que se debata. La prueba se constituye así en 
una herramienta idónea que tienen las partes para lograr que la verdad jurídica que establezca 
el juez sea coherente con la verdad material.  
 
3.2. La prueba anticipada 
 
El uso de la prueba anticipada es un mecanismo que está siendo utilizado por los 
diversos ordenamientos jurídicos (penal, civil, público) los cuales, conforme al soporte legal y 
jurisprudencial, presentan criterios significativos. Es importante precisar que el objetivo de 
esta investigación es eminentemente de orden administrativo, por lo que, aunque otras 
jurisdicciones también presentan elementos importantes en materia del análisis de prueba 
anticipada, que coadyuvarían valiosamente a este debate y a comprender mejor el papel de la 
función administrativa notarial en la descongestión judicial, como un aporte significativo en la 
pronta resolución de conflictos que se presentan en la sociedad, forzoso resulta limitar el tema 
de investigación a la órbita administrativa.  
 
Principios que rigen la prueba anticipada  
 
A partir de los elementos jurídicos fundamentales aportados desde la Carta Política y 
el Código General del Proceso, principalmente, a continuación, se esbozan los principios más 




Principio de contradicción: Este principio tiene su fundamento en el artículo 29 de la 
Carta Política, el cual expresa que las partes tienen el derecho “a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria”. Esto 
significa que la prueba tiene un papel fundamental en el desarrollo del proceso, 
particularmente al momento del debate probatorio puesto que se orienta “a facilitar y 
optimizar la actividad cognitiva propia del proceso de conocimiento que acompaña la 
producción de la prueba” (Blanco, Buenahora y Gómez, 2013, p. 63). 
 
Al respecto, se ha pronunciado la Corte Constitucional, mediante sentencia C-025 de 
2009, expresando que se debe entender por controversia de la prueba aquella oportunidad que 
tienen los sindicados para que se pronuncie respecto al “valor, el contenido y los elementos 
internos y externos del material recaudado y con base en ello sustentar la argumentación de la 
defensa”. Igualmente, en Sentencia T-274 de 2012, de la misma Corte, reafirma, con 
fundamento en los arts. 229 y 29 de la Constitución, que las partes intervinientes en el proceso 
tienen el derecho de aducir y pedir pruebas que permitan controvertir las aportadas por la 
contraparte, ello con el objetivo de que prospere sus pretensiones de acuerdo a las normas 
sustanciales. 
 
Principio de concentración: este principio se caracteriza por la capacidad que tiene el 
sistema de justicia para que el proceso no sufra dilaciones injustificadas, es decir hacerlo más 
expedito y ágil, con lo cual se lograría el verdadero nivel de continuidad y toma de la 
respectiva decisión. Al respecto Saquicela (2010) dice que, procesalmente, este principio 
significa “reunir el mayor número de actividad procesal en el menor número de actos 
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procesales, implica que se realicen el mayor número de actos procesales en el menor número 
de diligencias” (p. 32).  
Principio de inmediación: su reconocimiento está presente en el imperativo que tiene 
el operador judicial al momento de llevar a cabo la práctica de las pruebas, como también en 
la relación directa con los sujetos procesales y los elementos materiales probatorios aportados. 
De acuerdo con Mendoza (2015) en este principio el operador judicial es el que debe 
recibirlas, así como pronunciarse respecto a las mismas. Esto implica una intervención del 
juez, quien debe tomar una postura de aceptación o negación de la prueba.  
 
Asimismo, el artículo 171 del CGP plantea, frente a este principio, que es el juez quien 
“practicará personalmente todas las pruebas. Si no lo pudiere hacer por razón del territorio o 
por otras causas podrá hacerlo a través de videoconferencia, teleconferencia o de cualquier 
otro medio de comunicación que garantice la inmediación, concentración y contradicción” 
Esto conlleva en señalar que la intención de esta norma es lograr que se pueda garantizar el 
debido proceso, en el cual el juez juega un papel importante, pues al ser quien determine el 
sentido de los fallos, debe apersonarse de la recepción sistemática de este medio de prueba.  
 
Principio del juez natural: El fundamento de este principio en subrayar que el 
juzgamiento se debe llevar a cabo por el juez competente, que es el juez natural, que es el 
establecido en la ley. En virtud de ello, la Corte Constitucional ha reiterado que la garantía 
que tienen los ciudadanos es tener su juez natural, ya que esto le puede permitir que el juicio 
se pueda llevar a cabo con imparcialidad y con las plenas garantías para el o los procesados: 
“el respeto al debido proceso en este campo, concretado en el principio de juez natural, 
implica la garantía de que el juzgamiento de las conductas tipificadas como delitos será 
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efectuado, independiente de la persona o institución en concreto” (Corte Constitucional, 
Sentencia C- 200 de 2002).  
 
Principio del debido proceso: se sustenta este principio en el artículo 29 de la Carta 
Política el cual expresa que este “se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa (…) con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”. Esto implica 
que los litigios se deben resolver conforme a la regulación jurídica y al respeto de los 
derechos y obligaciones de las partes en el proceso, con lo cual las actuaciones judiciales no 
se encuentran sujetas al arbitrio de las diversas autoridades. En ese sentido, la Corte 
Constitucional ha precisado este principio fundamental:  
 
Si bien todo procedimiento previsto en la ley, debe adecuarse a las reglas básicas derivadas 
del artículo 29 de la Constitución instituido para asegurar la protección y realización del 
derecho material de las personas, ello no significa que en relación con cualquier actuación 
dentro del proceso, deba establecerse la posibilidad de la intervención de las partes, o la 
aplicación de todas las demás garantías a que alude el artículo 29 superior, pues ello implicaría 
desconocer que junto con dicho derecho al debido proceso debe garantizarse igualmente el 
derecho también superior a un debido proceso ‘sin dilaciones injustificadas’ así como el 
principio de celeridad y la eficacia del acceso a la justicia (Corte Constitucional, Sentencia C-
154 de 2004). 
 
De los señalado, es dable señalar que el debido proceso incorpora varias garantías de 
carácter constitucional, entre ellas que los procesos tengan una duración razonable, la 
celeridad en las actuaciones procesales y protección a los derechos fundamentales. En ese 
sentido, frente a la prueba anticipada con fines judiciales, se destaca por la Corte 
Constitucional que la aplicación del debido proceso se orienta en que se puedan asegurar las 




Principio de derecho de defensa: Muy relacionado e integrado con el anterior 
principio, con este se pretende destacar el derecho a controvertir las pruebas que tienen las 
partes, como elemento esencial de la llamada “igualdad de armas” y la superación de 
arbitrariedades que se puedan cometer por parte del operador judicial. En ese sentido, la Corte 
Constitucional ha reiterado que existen reglas que lo sostienen, como son: derecho ilimitado a 
la defensa, no se puede restringir, está presente en todo el proceso, puede ser ejercido 
directamente por el procesado, es una garantía del debido proceso, impide la arbitrariedad de 
cualquiera de los actores en el proceso y el derecho a la impugnación de las sentencias (Corte 
Constitucional, Sentencia C-371 de 2011). 
 
Estas reglas son esenciales al momento de practicar pruebas anticipadas, en la medida 
que se circunscriben a un conjunto de garantías y derechos fundamentales que permiten que 
su aplicación tenga un sustento legal y constitucional. En síntesis, los principios que aplican la 
prueba anticipada muestra que estos son dinámicos y se integran bajo un entramado de 
garantías para las partes procesales, ello con el objetivo de que surja la verdad judicial y que 
esta sea coherente con la verdad material.  
 
3.3. Prueba testimonial 
Previamente, en el marco del derecho probatorio, uno de los elementos fundamentales 
de la prueba testimonial lo constituye la noción de testigo, que proviene de testis, cabeza y 
testimonium, atestación (Cañón, 2009) con lo cual viene a significar que es toda persona 
natural que tiene capacidad, pero con el atributo de ser diferente de las partes del proceso. De 
igual manera, se plantea por este autor que testimonio es “la atestación, aseveración, 
afirmación, relato, narración o descripción, positiva o negativa y oral que el sujeto hace de los 
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hechos o circunstancias que presenció mediante explicación suficiente de las condiciones del 
tiempo, modo y lugar” (p. 299). 
 
En ese sentido, para el maestro Devis Echandía, citado por Cabrera (2012) el testigo 
tiene, en el ámbito procesal, “un sentido estricto y restringido: comprende únicamente a 
quienes son llamados a rendir testimonio en un proceso en que no son partes, principales ni 
secundarias o transitorias, en el momento de hacer” (p. 679). Esta característica supone que 
dicho testimonio está orientado en aclarar o informar sobre un aspecto de interés jurídico 
particular y que, por ende, aporta al conocimiento de la realidad que está en debate.  
 
Al respecto, Taruffo (2008) precisa que el testigo es “una persona de quien se supone 
que sabe algo relevante sobre los hechos del caso y a quien se interroga bajo juramento con el 
fin de saber lo que ella conoce sobre tales hechos” (p. 62). A esto se agrega que el testigo no 
puede ser parte en el proceso, pero también que debe ser una persona competente y fiable, es 
decir que debe tener plena capacidad mental para comprender que tiene la obligación de decir 
la verdad, pues de lo contrario, no sería un testigo fiable.  
 
Aunado a ello, se aclara que es al operador judicial a quien le corresponde determinar 
si un acontecimiento que ha sido probado puede indicar o colegir la existencia de otro, pero, 
en el caso del testimonio, es esencial que haya pasado por los sentidos, es decir, lo que testigo 
pudo ver, escuchar o percibir. Es en este punto que, surge la noción de testimonio que consiste 
en la transmisión del conocimiento de un hecho por parte de una persona a un funcionario 





Profundizando, señalan estos autores que el testimonio, como medio de prueba, ha 
sido utilizado históricamente por la mayoría las sociedades para dirimir los conflictos al 
interior de las mismas. Su importancia radica entonces, en que posibilita la reconstrucción de 
los hechos que no ha podido ser documentados, de ahí que se requiera de una versión de 
aquellos que conocieron, mediante la percepción de los sentidos, los hechos objeto de análisis 
judicial. Conforme esos postulados, en la figura 2 se identifican las diversas clases o 
tipologías del testimonio. 
 













 Testimonio escrito 
 Testimonio gestual 
 Testimonio de parte
 Testimonio de terceros 
 Testimonio directo
 Testimonio de oídas o indirecto 
 Testimonio procesal ordinario
 Testimonio procesal actual 
 Testimonio procesal simple
 Testimonio técnico calificado 
 Testimonio ocular 
 Testimonio referido 
 Testimonio anónimo o secreto
 
Fuente: elaboración propia de Cabrera (2012). 
 
Conforme a la figura 2, en el sentido general, se plantean dos clases de testimonio: de 
parte y de terceros. El primero correspondería principalmente a una confesión, en tanto que el 




Indistintamente, de acuerdo con el medio utilizado para rendir testimonio, se 
identifican el testimonio oral, el testimonio escrito y el testimonio gestual. Sin mayor análisis, 
valga mencionar que el testimonio gestual corresponde a aquellos casos en los cuales los 
terceros presentan algún tipo de impedimento para expresarse verbalmente o por escrito, 
como es el caso de los sordomudos (Cabrera, 2012).  
 
También, en relación con la fuente de la percepción del hecho, se identifica el 
testimonio original o directo y el testimonio de oídas o indirecto o referencial. El primero 
corresponde a la narración del testigo cuando han tenido conocimiento directo de los hechos 
por cualquiera de sus sentidos; mientras que el indirecto tiene que ver con aquel testigo al que 
no le constan los hechos directamente, pero si le consta por lo que otra persona dijo. 
 
De igual manera, en cuanto a la función que desempeñan en el proceso, se identifica el 
testimonio procesal ordinario y el testimonio procesal actual. El primero tiene que ver con 
aquellos que declaran dentro del proceso con fines probatorios, mientras que en los segundos 
su función es crear una constancia de la realización de un delimitado acto procesal (Cabrera, 
2012). 
 
Otro de los aspectos a tener en cuenta es diferenciar el testimonio de la confesión y de 
la pericia. En el caso de la confesión el sujeto es parte del proceso, en tanto que en el 
testimonio el sujeto es un tercero que se encuentra ajeno a la relación procesal. A esto se suma 
que la confesión tiene que ver con hechos personales del confesante, mientras que en el 
testimonio los hechos son ajenos. De otro lado, el perito es que presentan informe de carácter 
técnico, científico, artístico o industrial, lo que no sucede con el testimonio, en donde el 




Además, en el ámbito de las excepciones a la obligación de rendir testimonio, 
llamadas igualmente inhabilidades, se destaca que estas pueden ser absolutas o relativas. Esto, 
con fundamento en el artículo 214 del Código General del Proceso, el cual establece que los 
ministros de cualquier culto religioso, los amparados por el secreto profesional y aquellas 
personas que por disposición legal debe guardar secreto, no se encuentran obligados a 
declarar.  
 
Otro de los efectos que puede resultar del testimonio es la tacha, que consiste en la 
facultad que tiene el juez para desechar dicho testimonio, el cual puede ordenarlo de oficio. 
La razón, es que estos testimonios se pueden encontrar afectados de “impedimento físico, 
mental, moral o de parcialidad proveniente del parentesco (…) Quedando a iniciativa de la 
parte a la que pueda perjudicar la prueba testimonial” (Cañón, 2009, p. 316). 
 
Para este autor, tiene suma importancia las reglas de valoración del testimonio, 
señalando que son las mismas a las reglas de la sana crítica, es decir, que el poder que tenga 
una prueba testimonial está dado en que las afirmaciones sean responsivas, exactas y 
completas se dice que eso es responsivo: “Cuando la respuesta, aseveración, explicación o 
atestación se relata dando la razón de la ciencia o conocimiento de lo dicho, con la 
explicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que hubiere ocurrido cada hecho 
y la forma como llevo al conocimiento del deponente” (Cañón, 2009, p. 318). 
 
Asimismo, el testimonio es exacto cuando las declaraciones no dejan espacio a la 





Una vez clarificado este concepto, valga mencionar que en la definición de prueba 
testimonial, un primer acercamiento señala que corresponde a aquellas declaraciones 
judiciales que son emitidas o formuladas por terceros extraños a la controversia: “La prueba 
testimonial es un medio probatorio que implica el aporte de una declaración que emana de una 
persona natural que no es parteen el proceso, y que versa sobre hechos pasados de los cuales 
tiene conocimiento personal y que son objeto de controversia en un proceso judicial (Cabrera, 
2012, p. 676). 
 
El valor de la prueba testimonial es uno de los elementos que históricamente ha tenido 
gran relevancia, tal como lo muestra Franco (1962) en relación con el Código o Leyes de 
Hammurabi, en el que se expresa que, “si en un proceso alguien rinde testimonio sin probar lo 
que dice, siempre que se trate de una causa capital, es digno de muerte” (p. 336). La inclusión 
en leyes tan antiguas muestra que el testimonio es parte fundamental de los procesos 
judiciales, en tanto sirve como medio de prueba, conforme a los intereses de una de las partes.  
 
Es por ello, que autores como Cortés y Vázquez (2012) han identificado los requisitos 
para la existencia del testimonio: 
 
1.) Debe ser una declaración de tipo personal, particularmente de aquella que tiene 
conocimiento de determinados hechos, es decir el testigo. 
2.) El testimonio debe ser llevado a cabo por un tercero ajeno al proceso y que, bajo 
gravedad del juramento, hace aseveraciones respecto a los hechos en controversia. 
3.) Se exige que el testimonio sea un acto de carácter procesal, lo que implica y exige 
que deba existir un proceso judicial o que sea parte de una diligencia previa al mismo. 
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4.) La declaración del testigo se debe fundar en hechos que hayan sido percibidos por 
medio de los sentidos. 
5.) Los hechos que se describan en la declaración deben necesariamente ser anteriores 
al relato testimonial o en hechos presentes que aún subsisten. 
6.) La declaración del testigo debe ser representativa de un hecho, de tal forma que 
pueda ser conocido por el juzgador. 
7.) Dicho testimonio debe ser trascendente como medio de prueba, ya que su intención 
está orientada a convencer al juez sobre unos hechos ocurridos en un tiempo determinado 
(Cortés y Vázquez, 2012).  
 
Además de estos requisitos de existencia, se encuentran también los requisitos de 
validez, siendo lo más relevante de los siguientes: debe someterse a un proceso de admisión 
conforme a normas legales; tener legitimidad de quien rinde el testimonio, así como del que lo 
solicita; quien reciba testimonio debe estar legitimado, es decir debe ser una persona 
competente para aceptar y decretarlo como medio de prueba; la capacidad del testigo quien 
debe conocer los hechos que son objeto del proceso; el testigo debe ser una persona hábil 
física, moral e intelectualmente, tanto al instante en que se perciben los hechos, como al 
momento de describirlos en el testimonio; no debe existir ningún tipo de coacción o violencia 
contra el testigo, ya sea física o psicológica pues la declaración debe ser totalmente libre, 
consciente y espontánea; el testimonio debe ser juramento; cumplimiento total de las 
formalidades al momento de hacer la declaración y; por último, que no se encuentre prohibido 
dentro del proceso (Cortés y Vázquez, 2012). 
 
De la misma manera, el artículo 221 del CGP determinó las siguientes reglas para la 




 El juez debe interrogar sobre la condición personal y profesional del testigo 
(nombre completo, edad, profesión, ocupación y todos aquellos elementos que 
contribuyan al caso específico).  
 El juez exige que el testigo haga un recuento de los hechos que son materia de 
investigación (conozca o le conste)  
 Exigencia al juez para que el testimonio sea lo más exacto posible a los hechos, 
es decir que deben quedar en claro las circunstancias de tiempo, modo y lugar.  
 Enseguida del juez, el interrogatorio continuará en cabeza de la parte que 
solicitó la prueba y, enseguida, podrá contrainterrogar la contraparte (las partes 
tienen el derecho a interrogar al testigo máximo dos veces).  
 Son inadmisibles las respuestas simples (negando o afirmando simplemente los 
hechos). En este caso, sí se admite la elaboración de imágenes que puedan 
ilustrar y aclarar los hechos objeto de testimonio. 
 Salvo autorización del juez, el testigo no podrá leer apuntes o notas preparadas 
previamente.  
 Si el testigo se rehúsa a rendir el testimonio solicitada. Podrá imponérsele una 
multa.  
 Si el testigo menciona que dicha información se encuentra en cabeza de otra 
persona, deberá dar los datos suficientes para que el juez, en su 
discrecionalidad, decida si lo cita a interrogatorio. (CGP, 2012). 
 
En esa medida, Becerra, Jiménez y Ramírez (2018) precisan que la prueba testimonial 
es el género, en tanto que la especie corresponde a la declaración de parte y la de terceros. 
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Conforme a esta premisa, se sostiene que las reglas que deberían aplicarse para la producción 
de la prueba deberían ser las mismas.  
 
De la misma manera, en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se plantea en 
el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) o 
Ley 1437 de 2011, en el Capítulo IX, sobre pruebas, que en “los procesos que se adelanten 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en lo que no esté expresamente 
regulado en este Código, se aplicarán en materia probatoria las normas del Código de 
Procedimiento Civil” (art. 211). Esto es lo que sucede con la prueba testimonial, que no fue 
reglamentada en el CPACA, luego se aplica stricto sensu los lineamientos del CGP 
expresados anteriormente.  
 
Así, el tema del testimonio como prueba anticipada queda reglado bajo los mismos 
criterios del derecho procesal civil. No obstante, se precisa que las pruebas se surtirán durante 
la actuación administrativa y hasta “antes de que se profiera la decisión de fondo se podrán 
aportar, pedir y practicar pruebas de oficio o a petición del interesado sin requisitos 
especiales” (CPACA, 2011, art. 40).  
 
Finalmente, se encuentran los requisitos de eficacia jurídica que corresponde a la 
necesidad de que el testimonio permita el conocimiento de la verdad de los hechos objeto de 
debate. A continuación, se presentan los principales requisitos que determinan dicha eficacia.  
 
1.) El testimonio debe ser un medio probatorio conducente, es decir, que se conviertan 
en uno de los mecanismos más idóneos para probar hechos o situaciones con 
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efectos jurídicos. Esto significa que el testimonio logra demostrar y soportar la 
materialización de un derecho que es objeto de investigación judicial. 
 
2.) El testimonio como medio de prueba debe ser pertinente, en el entendido de que 
debe existir una relación directa entre el hecho objeto de investigación y la prueba 
con la que se pretende demostrarlo, pero también debe existir una relación con la 
responsabilidad que tiene la persona que se encuentra acusada 
 
3.) El testimonio debe tener utilidad, es decir que pueda convencer al juez sobre los 
hechos o sucesos que se narran, lo que significa que sea relevante y cumpla con su 
fin. 
 
4.) El testigo debe tener plenas facultades mentales, de ahí que se exija que no esté 
bajo influencia de sustancias alucinógenas o de algún tipo de enfermedad 
psicológica que afecte la eficacia del testimonio. 
 
5.) La declaración del testigo no debe de adolecer de fallas o defectos en los órganos 
que desviaron el conocimiento y percepción de los hechos, sobre todo los 
relacionados con la capacidad de memoria. 
 
6.) Se debe preservar la calidad del testigo, en cuanto a que no debe tener 
antecedentes de deshonestidad o demostraciones anteriores de haber mentido. 
 
7.) En el testimonio se deben mencionar de forma clara y precisa las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en el que se desarrollaron los hechos objeto de investigación. 
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Asimismo, debe haber una concordancia entre las circunstancias o contexto en el 
que se conocieron los hechos y los hechos mismos. 
 
8.) Debe existir armonía entre los hechos que se testifican y los demás hechos que 
hacen parte del proceso. 
 
9.) Conforme a la lógica judicial, el testimonio debe tener claridad, seguridad y 
coherencia. En ese sentido, se deben rechazar o no tomar en cuenta aquellos 
juicios de valor o aspectos subjetivos señalados en el testimonio por parte del 
testigo. 
 
10.) No debe existir dolo o falsedad por parte del testigo (Cortés y Vázquez, 2012). 
 
De otro lado, desde el ámbito civil, el Código General del Proceso estableció los 
requisitos que se deben cumplir para los testimonios con fines judiciales, cuyo fundamento se 
encuentra en el artículo 221 bajo los siguientes elementos:  
 
Los elementos anteriormente mencionados muestran como el testimonio es uno de los 
elementos más relevantes para determinar la verdad en un caso, de ahí que este sea uno de los 
medios de prueba más antiguos que conoce la humanidad. Se dice por parte de estos autores 
que en Colombia falta por desarrollar con mayor profundidad los elementos legales de la 
prueba testimonial, ya que esta ha sido asumida en profundidad únicamente en el campo de la 




Además de los requisitos o criterios de existencia, validez y eficacia, Sanabria (2015) 
identifica el método para la práctica de la prueba testimonial, como es el cross-examination de 
origen anglosajón. Éste se caracteriza por tener cuatro etapas tal como se expresan a 
continuación: 
 
i) la primera etapa llamada interrogatorio directo la efectúa la parte que solicitó la prueba; 
ii) luego viene el contrainterrogatorio, realizado por la contraparte, de ahí su nombre, y tiene 
como principal función refutar el dicho del testigo; iii) después viene el llamado re-directo, 
mediante el cual la parte que solicitó la prueba tiene la oportunidad de realizar preguntas 
aclaratorias sobre los temas abordados en el contrainterrogatorio; y iv) por último, el re-
contrainterrogatorio, etapa en la cual quien no solicitó la prueba tiene la última oportunidad de 
refutar lo dicho por el testigo (Sanabria, 2015, p. 26). 
 
Para este autor el modelo de práctica de la prueba testimonial es muy similar o se 
encuentra profundamente relacionado al adversarial systemoflitigation desarrollado por 
Taruffo (2010) en el que la principal característica está en que la verdad se construye a partir 
de la confrontación de las partes. Asimismo, precisa las etapas que están presentes en el 
Código General del Proceso (CGP), el cual se muestra en la figura 3. 
 




Fuente: Sanabria, 2015, p. 28.  
La crítica que hace este autor está en la mixtura que hizo el legislador en Colombia en 
tanto utilizó inicialmente un método característico de los sistemas inquisitivo, en el que el 
juez es la persona principal en el proceso de interrogatorio. A este método se suma el cross-
examination que es propio de los sistemas acusatorios. 
 
Finalmente, para Hurtado y Suárez (2014) la prueba testimonial en derecho 
administrativo se ha constitucionalizado de tal manera que lo ha salvaguardado como derecho 
fundamental, de ahí que se encuentre consagrado el derecho a pedir pruebas, pero también a 
practicarlas. Asimismo, se plantea que el testigo se entiende como una persona distinta a los 
sujetos procesales que, mediante orden judicial, depone hechos pasados que son de dominio 
de sus sentidos.  
 
3.4. Marco jurídico de la función notarial respecto a la prueba anticipada y el 
testimonio con fines judiciales 
El marco jurídico en el cual se enmarca la prueba anticipada y el testimonio con fines 
judiciales en la función notarial, tiene su soporte en los artículos 123 y 210 de la Carta 
Política. El primero establece en uno de sus apartados que “la ley determinará el régimen 
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aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio”. Bajo este imperativo constitucional se debe decir que corresponde a aquellos 
particulares que llevan a cabo una gestión pública y que, conservando su carácter de 
particulares, se encuentran sometidos a los controles y responsabilidades propias de los 
funcionarios públicos. De la misma manera, el artículo 210 expresa que “los particulares 
pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley”. 
 
Sobre esta base constitucional, también se identifican instrumentos jurídicos 
internacionales de gran importancia, siendo uno de ellos la Convención Americana de 
Derechos Humanos, particularmente los artículos 8° y 24. En el numeral 1 del art. 8° se 
plantea que toda persona tendrá derecho a ser escuchada garantizando sus derechos y dentro 
de un plazo adecuado por un operador judicial o tribunal competente y en cualquiera de las 
jurisdicciones. Este derecho a ser oído se debe aplica en “la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.  
 
En el mismo sentido, el art. 24 refleja la importancia del tratamiento igualitario que 
tiene toda persona ante la ley, luego requiere que no sea discriminado y se le brinde la debida 
protección. Lo establecido en esta norma se encuentra en concordancia con el artículo 14 del 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, en el que se dice que toda persona 
debe tener un trato igual en los tribunales y cortes de justicia. 
 
Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 
cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 
derechos u obligaciones de carácter civil (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 





Además de estos fundamentos de tipo constitucional, así como los propios del bloque 
de constitucionalidad, también se encuentra, en el marco del derecho civil, el Código General 
del Proceso, Ley 1564 de 2012, el cual estableció el régimen probatorio en materia civil. En 
esta normativa, se plantea que toda decisión judicial debe basarse en sólidas pruebas que han 
sido “regular y oportunamente allegadas al proceso. Las pruebas obtenidas con violación del 
debido proceso son nulas de pleno derecho”. A la par, precisa en el art. 165 que los 
testimonios de terceros son un medio de prueba. 
 
Igualmente, en los artículos 183 ss., caracterizan las pruebas extraprocesales, 
señalando que las mismas se deben practicar observando las reglas y criterios de citación y 
práctica que han sido definidas en misma ley. Frente al testimonio para fines judiciales, el 
artículo 187 dice que se pueden llevar a cabo con o sin citación de la contraparte. Importancia 
especial cuando es sin citación de la contraparte:  
 
Artículo 188. Los testimonios anticipados para fines judiciales o no judiciales podrán recibirse 
por una o ambas y se entenderán rendidos bajo la gravedad del juramento, circunstancia de la 
cual se dejará expresa constancia en el documento que contenga la declaración. Este 
documento, en lo pertinente, se sujetará a lo previsto en el artículo 221.  
Estos testimonios, que comprenden los que estén destinados a servir como prueba sumaria en 
actuaciones judiciales, también podrán practicarse ante notario o alcalde. 
Los testimonios anticipados con o sin intervención del juez, rendidos sin citación de la persona 
contra quien se aduzcan en el proceso, se aplicará el artículo 222. Si el testigo no concurre a la 





Como se había anunciado anteriormente, se establece, bajo el marco civil, que todo 
testimonio anticipado se toma dentro del proceso como prueba sumaria, cuyas limitaciones ya 
fueron estimadas en previo análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
Continuando, el Código General del Proceso (2012) también señala el deber de testimoniar, al 
cual se encuentra obligado, pero con las respectivas excepciones establecidas de ley.  
 
Otro asunto distinto es la imparcialidad del testigo. En esto, el artículo 211 del mismo 
Código plantea que, en caso de que exista, cualquiera de las partes tendrá la posibilidad de 
tachar este testimonio, esto porque “se encuentren en circunstancias que afecten su 
credibilidad o imparcialidad, debido a parentesco, dependencias, sentimientos o interés en 
relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales u otras causas” (Código 
General del Proceso, 2012, art. 211). 
 
Por su parte, el artículo 222 del mismo código, afirma la exigencia de ratificación de 
los testimonios extraprocesales que, dada su condición, no fueron realizados con la 
intervención de la contraparte. Así las cosas, se precisa que para su ratificación se procederá a 
la repetición del interrogatorio conforme a los parámetros procesales.  
 
Estos elementos permiten señalar, al tema específico, que existe un vacío legal en 
materia de derecho probatorio administrativo. En consonancia a este vacío legal, el Consejo 
de Estado, acude para su interpretación legal a las normas del Código General del Proceso. En 
efecto, mediante Auto del 25 de junio de 2014, la Sala Plena de lo Contencioso 




La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo –que comprende todo el territorio 
nacional– no ha sido dividida o fraccionada por el legislador para efectos de la entrada 
en vigencia del Código General del Proceso (…) la Sala unifica su jurisprudencia en 
relación con la entrada en vigencia de la ley 1564 de 2012, para señalar que su 
aplicación plena en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, así como en 
materia arbitral relacionada con temas estatales, es a partir del 1º de enero de 2014 
(Consejo de Estado, Sentencia 39501 de 2014). 
 
Así las cosas, se puede precisar que, en materia de testimonios como pruebas 
anticipadas, el procedimiento administrativo y contencioso administrativo no cuenta con 
normas legales propias que puedan sustentar aspectos como v. gr., apreciación de pruebas 
testimoniales, ratificación de pruebas, traslado de pruebas y pruebas anticipadas, entre otras. 
 
Para consolidar esta postura, basta con traer a colación lo manifestado por el Órgano 
de Cierre de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, mediante sentencia del 30 de enero 
2013, cuando al referirse al contenido del artículo 40 del Código de Procedimiento 
Administrativo, indicó: 
 
“no obstante, antes de dar credibilidad a dichas versiones juramentadas, es necesario 
tener en cuenta las reglas de la sana crítica según las cuales, para el estudio de la prueba 
testimonial, debe realizarse una lectura integral de todos los elementos que rodean la 
declaración, así como las condiciones personales del declarante, todo ello con el objetivo de 
verificar las características que deben estar presentes en la versión juramentada, sí es que 




En este marco, se colige que la prueba testimonial cobrará vital importancia, siempre y 
cuando al operador administrativo o judicial tenga la oportunidad de analizarla en un todo, de 
manera integral, y no aisladamente; debe ser vista y comprendida en el contexto o conjunto 
con todos los medios de convicción contenidos en el  plenario. 
 
3.5. Análisis jurisprudencial en el manejo de la prueba anticipada testimonial 
 
Para la compresión de la visión que tienen las Cortes de cierre en materia de prueba 
testimonial anticipada, se considera necesario abordar la forma como se ha venido 
interpretando en las jurisdicciones civil (a la que se debe recurrir de conformidad con el 
CPACA por analogía), administrativa y constitucional, a fin de identificar sus diferencias, 
vacíos y fortalezas. Ello de cara a la forma como se asume en el ámbito del derecho 
administrativo, objeto central del presente estudio.  
 
3.5.1. Análisis jurisprudencial de la prueba testimonial anticipada en el ámbito 
del derecho civil  
Un primer aspecto que destacar, antes del respectivo análisis jurisprudencial, es 
señalar que el tema de la prueba anticipada, particularmente el testimonio, no se encuentra 
contemplado como un asunto de discusión en la jurisdicción civil, lo que se entendería como 
un asunto pacífico. Ello se evidenció en la búsqueda de jurisprudencia, la cual no arrojó 
resultado alguno, pues este tema resultó ser un asunto obiter dicta resuelto en las primeras 
fases de la demanda, en tanto no ha sido atacada por las partes ante las altas cortes, en 
particular de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto implica 
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reconocer prima facie, que no representa, por el momento, un problema jurídico que merezca 
reflexión alguna1.  
 
 No obstante, dicha generalidad se rompe en el proceso 00430 de 2015, en el que la 
Sala de Casación Civil de la CSJ aclara los elementos constitutivos del testimonio y sus 
diferencias con otros tipos de prueba similares. En ese sentido, subraya que el testimonio tiene 
su fundamento en los artículos 214, 226 y 228 del Código de Procedimiento Civil2. En 
sentencia en mención, esta Sala estima que el testimonio corresponde a una declaración 
relacionada con unos hechos “que interesan a un proceso rinde quien no ocupa la posición de 
parte en él, mediante la cual relata, bajo la gravedad de juramento y ante la autoridad judicial 
respectiva, la información que tiene sobre los mismos”.  
 
En esta declaración se plantea que se expongan las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar de los hechos, así como la exigencia de que la narración de estos hechos se lleve a cabo 
de forma espontánea, exacta y completa. El pronunciamiento judicial precisa que los 
testimonios son válidos ante notarios o alcaldes cuando no tienen un propósito judicial, es 
decir que no existe una contraparte a la que se deba convocar para que pueda ejercer el 
derecho de defensa.  
 
A contrario sensu, si el testimonio tiene una clara vocación a ser incluido dentro de un 
proceso judicial, señala la Sala, que el mismo debe regirse bajo criterios distintos, puesto que 
se debe citar previamente a la parte contraria. Aclara la Sala que, en testimonios para fines 
                                                 
1 Para llegar a esta aseveración, se consultaron sentencias de los últimos años, entre las que se mencionan los 
siguientes procesos de la Sala de Casación de la Corte Suprema: Año 2018 procesos: AC1459, AC1542, AC318. 
Año 2017 procesos AC8716, AC2518, SC12241, SC13099 y SC19855. Año 2016 procesos SC11294, SC10189, 
SC8605 Y AC2184. Año 2015 procesos SC10809, SC11335, SC16929.  
2 Los artículos aquí mencionados por la Corte Suprema de Justicia, tienen relación con el Código de 
Procedimiento Civil (Decreto 1400 de 1970), anterior al actual Código General del Proceso.  
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judiciales, es menester tener en cuenta lo preceptuado en el artículo 299 del CPC en el que se 
autoriza este tipo de pruebas con fines judiciales ante alcaldes o notarios y sin que se requiera 
citación de la parte contraria, pero que se requiere que este tipo de pruebas se encuentre 
expresamente fijado en la ley:  
 
 La única excepción a estos condicionamientos se contempla en el señalado artículo 299, 
que autoriza recepcionar testimonios con fines judiciales ante Notarios y Alcaldes, sin citación 
de la parte contraria, cuando estén ‘destinados a servir de prueba sumaria en determinado 
asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y sólo tendrán valor para dicho fin’, lo 
que se justifica plenamente en razón de la naturaleza de esa probanza, como medio probatorio 
no contradicho (Corte Suprema de Justicia, Sentencia 00430 de 2015). 
  
Profundizando, la CSJ subraya que la norma ha establecido la ratificación de aquellas 
declaraciones que hayan sido aportadas extraproceso, pero sólo si es la parte contraria quien 
lo solicita pues, de lo contrario, serán tomadas como prueba. En este punto, se plantea la 
necesidad de diferenciar entre testimonio y documento, siendo el primero un medio subjetivo, 
es mediato y transeúnte; en tanto que el segundo es objetivo de representación y tiene una 
perspectiva inmediata y permanente.  
 
A ello se suma, dice la CSJ (2015) en misma sentencia, que el documento puede referirse 
tanto a las partes como a un tercero, en donde el testimonio hace referencia explícita a 
declaraciones de terceros, de ahí que sea justificable la exigencia de la presencia de un 
operador judicial. Se precisa, por ejemplo, que “las declaraciones extraproceso protocolizadas 
en escritura pública siguen preservando su naturaleza procesal de arquetípicos y genuinos 
testimonios, formulados, en este específico caso, en forma extraprocesal, por lo cual son 
objeto de la ineludible exigencia ex lege de la ratificación (Corte Suprema de Justicia, 
Sentencia 00430 de 2015). Es pues claro para esta Sala que, en el marco de las declaraciones 
66 
 
extraproceso, se requiera la ratificación, ello en consonancia con el artículo 22 del. Decreto 
2651 de 1991. Dice al respecto la CSJ:  
 
3.5.2. Análisis jurisprudencial de la prueba testimonial anticipada en el ámbito 
del derecho público 
De otro lado, en el ámbito del derecho público, el análisis del testimonio como prueba 
anticipada se encuentra en cabeza del Consejo de Estado, el cual se ha manifestado en varias 
ocasiones para determinar la validez de estos. Inicialmente, esta institución se ha manifestado 
señalando que, en consonancia con los artículos 298 y 299 del CPC3, la admisión de 
testimonios anticipados con fines judiciales se emplea únicamente a personas en situaciones 
de enfermedad grave. Pero, si lo que se busca es confirmar hechos diferentes, como son, por 
ejemplo, cobro de pensiones y supervivencia, los mismos se podrán llevar a cabo ante 
notarios y alcaldes, tal como queda expresado en el artículo 299 de la misma ley (Consejo de 
Estado, Sentencia 0811 de 1992). 
 
Se ratifica en misma sentencia, que los testimonios con fines judiciales, en los casos en 
los cuales no se pide citación de la parte contraria, los mismos sólo tienen valor de prueba 
sumaria. Se entiende con ello la existencia de reglas claras para la recepción de testimonios 
como prueba anticipada:  
 
Se infiere de manera inequívoca el propósito del legislador, o sea, establecer como 
principio general la recepción de testimonios con fines judiciales dentro del proceso en las 
oportunidades probatorias y como excepción con antelación al mismo, únicamente cuando se 
trate de personas que están gravemente enfermas, previa condición de que se cite a la futura 
                                                 
3 Los artículos aquí mencionados por la Corte Suprema de Justicia, tienen relación con el Código de 
Procedimiento Civil (Decreto 1400 de 1970), anterior al actual Código General del Proceso. 
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contraparte con el fin de garantizar los derechos del legítimo contradictorio (Consejo de 
Estado, Sentencia 0811 de 1992). 
 
Igual postura tiene el Consejo de Estado en sentencia 14998 del 28 de julio de 2005, 
en el que se niegan, como pruebas anticipadas, los testimonios rendidos ante notario, ya que 
no se presentaban las reglas exigidas en el artículo 298 del CPC, esto es, que no se trataban de 
personas gravemente enfermas y no se hizo citación a la parte contraria; por lo cual sólo 
pueden servir como prueba sumaria. 
 
De otro lado, la jurisprudencia de esta entidad, en especial las sentencias de 
unificación, ha señalado que aquellos testimonios que se realicen en cualquier entidad que sea 
parte de la Nación, llámese Procuraduría, Contraloría; podrán hacer valer en contra de otra 
entidad con misma naturaleza jurídica (Sentencias 28223 del 31 de agosto de 2017 y 
Sentencia 43643 del 15 de marzo de 2017). En ésta última sentencia se aclara:  
 
Cuando la demandada es la Nación, y es una entidad del orden nacional quien recaudó los 
testimonios con plena observancia del debido proceso, entonces puede afirmarse que la 
persona contra la que pretenden hacerse valer dichas pruebas, por ser la misma, tuvo audiencia 
y contradicción sobre ellas. En este caso, se entiende que la Nación es la persona jurídica en 
cuya cabeza radican las garantías que se pretenden preservar (Consejo de Estado, Sentencia 
43643 de 2017).  
 
Evidentemente, esta línea jurisprudencial no aplica a la actividad llevada a cabo por 
las notarías, ya que están tienen una naturaleza jurídica diferente. Frente a esto, en misma 
sentencia del Consejo de Estado, atendiendo una situación similar presentada con la 
Personería, cuya naturaleza jurídica es diferente a la Nación. En este entendido, se plantea que 
68 
 
la Personería tiene funciones de Ministerio Público, pero no pertenece orgánicamente a la 
Procuraduría General de la Nación, ya que su regulación y presupuesto se encuentra 
determinados por una ley específica, de ahí que se plantee su naturaleza jurídica diferente a la 
Nación, tal como sucede, desde otra perspectiva, con las notarías. 
 
No obstante, precisa el Consejo de Estado que los testimonios anticipados y 
practicados al margen de una entidad diferente a la Nación, que no fueron ratificados en el 
proceso, que no fueron pedidos a traslado por ambas partes y que la entidad demandada 
tampoco acogió la petición de traslado de dichas pruebas; sí es posible su validez siempre y 
cuando representen una vulneración sustancial de los derechos humanos. Dada su importancia 
para este trabajo, se transcribe lo establecido por este Tribunal: 
 
Ahora bien, se advierte que en este caso se refieren hechos que constituyen grave violación 
de Derechos Humanos, en tanto se afirma haberse inferido tratos crueles, inhumanos y 
degradantes a una persona que se hallaba privada de la libertad. Por lo tanto, resulta 
procedente la aplicación de las normas internacionales, aunque las mismas se opongan a los 
estándares probatorios internos, con el fin de poder garantizar la prevalencia de tales derechos, 
lo cual permitirá en el caso concreto, apreciar las pruebas testimoniales que fueron recogidas 
por la Personería de Guapi, que de otra manera, no podrían ser aducidas contra la Nación, por 
las razones antes señaladas (Consejo de Estado, Sentencia 43643 de 2017). 
 
La razón de esta postura se encuentra en el hecho de que si no se valoran como plena 
prueba se estarían vulnerando garantías de derechos humanos consagradas por la Comunidad 
Internacional, particularmente las establecidas en la Convención Americana de Derechos 
Humanos, pues su rechazo como prueba implicaría que no se estaría garantizando el acceso a 




Asimismo, en Sentencia 2966 del 19 de septiembre de 2018, el Consejo de Estado 
precisa que “no tiene facultad para abstenerse de valorar un testimonio que considere 
sospechoso. En su lugar, debe efectuar una práctica más rigurosa del mismo y una evaluación 
detallada de cada una de las afirmaciones que lo compongan”. Es por ello que se plantea que 
el testimonio debe ser valorado por el juez como un imperativo constitucional, tanto en las 
circunstancias como en la conexidad que tenga con otros medios de prueba que hayan sido 
aportados por las partes.   
 
En igual sentido, mediante Sentencia 4635 del 2 de mayo de 2016 la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, se precisa necesario que el testimonio 
guarde coherencia, tanto interna (dichos y conocimiento de los hechos) como externa (demás 
medios de prueba). Si este testimonio presenta defectos o fallos, se tornará dudosa la 
credibilidad del este medio de convicción.  
 
No sobra mencionar que la Ley 1437 de 2011 en materia de producción de pruebas 
consiguió independencia, aunque no absoluta sí preponderante, pues, la anterior norma a esta 
(Decreto 01 de 1984), hacia remisión a las normas del CPC en cuanto estas resultaren 
compatibles entre sí, entre tanto que el CPACA sólo admite apoyarse en aquellas, cuando la 
materia de que se trate, no se encuentre regulado por su articulado. 
 
3.5.3. Análisis jurisprudencial de la prueba testimonial anticipada en el ámbito 
del derecho constitucional 
Son varios y significativos los pronunciamientos de la Corte Constitucional sobre el 
testimonio anticipado con fines judiciales. En este pronunciamiento se señala la importancia 
que, desde el punto de vista práctico, tienen las pruebas anticipadas con fines judiciales, en 
tanto éstas permiten asegurar una prueba que posteriormente “al adelantarse el proceso 
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correspondiente y por el transcurso del tiempo y el cambio de los hechos y situaciones, no 
podría practicarse, o su práctica no arrojaría los mismos resultados” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-274 de 2012). 
 
Otro de los asuntos asumidos versa sobre el principio de contradicción. En efecto, en 
Sentencia C-591 de 2005, la prueba exige que se practique en audiencia pública y observando 
todas las reglas establecidas para la práctica de pruebas en un juicio. Asimismo, subraya que 
emanan los recursos ordinarios que, si es negada, la parte afectada puede recurrir al juez de 
control de garantías para que se puedan reconsiderar las medias tomadas o de la repetición de 
la prueba.  
 
Asimismo, la Corte Constitucional plantea de forma clara que, conforme a la 
jurisprudencia constitucional foránea, las pruebas anticipadas no se contraponen a la 
naturaleza y estructura del sistema procesal y no afectan el principio de inmediación, siempre 
y cuando se cumplan varias condiciones: “(i) que versen sobre hechos que, por su fugacidad, 
no puedan ser reproducidos el día de la celebración del juicio oral (elemento material); (ii) 
que sean practicadas por autoridad competente (elemento subjetivo) y (iii) que se garantice el 
ejercicio del derecho de contradicción (elemento objetivo) (Corte Constitucional, Sentencia 
C-591 de 2005). 
 
De otro lado, mediante sentencia C-830 de 2002, se precisa que las pruebas 
anticipadas tienen su cimiento en el amparo de los derechos fundamentales de acceso a la 
justicia, al debido proceso y al derecho de contradicción o de defensa; esto con fundamento en 
los artículos 229 y 29 de la Carta Política. Esto trae como efecto que las partes e intervinientes 
en el proceso tienen la oportunidad de acceder a la jurisdicción respectiva para lograr que se 
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cumplan las formas propias en la práctica de pruebas, sino también “la de aducir y pedir la 
práctica de las pruebas necesarias con el fin de controvertir las de la contraparte y alcanzar la 
prosperidad de sus pretensiones o defensas, de conformidad con las normas sustanciales” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-830 de 2002).  
 
Ahora, frente al principio de concentración, la honorable Corte Constitucional ha 
precisado que es esencial en el manejo de la prueba, en la medida que exige que su aplicación 
y valoración debe ser llevado a cabo en un lapso claro y ajustado, es decir, que se debe evitar 
que se prolongue en el tiempo. No obstante, se señala en esta sentencia que no debe tomarse 
este principio como absoluto, pues si se presentan demoras, lágrimas deben estar claramente 
fundamentadas (Corte Constitucional, Sentencia T-205 de 2011). 
 
En mismo sentido, la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-543 de 2011, dice 
que el principio de inmediación comporta una relación directa del juez con el proceso, con los 
sujetos procesales y con el contenido o materia del proceso objeto de litigio, de ahí que resulte 
relevante para la validación de la prueba, en particular la anticipada, por el valor que pueda 
tener para el esclarecimiento de la verdad y la aplicación de la debida justicia.  
 
Otro elemento relacionado con la prueba en materia de testimonios es la prueba 
sumaria. Al respecto, valga mencionar que, conforme lo ha dicho la Corte Constitucional, 
particularmente en Sentencia C- 523 de 2009, no existe una definición normativa sobre lo que 
se debe entender como prueba sumaria, pero esta misma Sala lo ha precisado bajo el 
entendido de que le permite al juez tener “la certeza del hecho que se quiere establecer en 
idénticas condiciones que lo hace la plena prueba, con la diferencia que la prueba sumaria no 
ha sido sometida a contradicción, ni conocimiento o confrontación por la parte contra quien se 
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quiere hacer valer”. Esto es importante señalarlo ya que se plantea por este mismo Tribunal 
que la prueba sumaria limitaría injustificadamente derechos, vulnerando así el principio de 
economía procesal. Esto, en tanto la prueba sumaria se genera sin la aplicación del principio 
de contradicción y, por ende “la situación resultaría aproximada a la generada por la negación 
de la prueba”. 
 
Finalmente, suma importancia toma la Sentencia C-863 de 2012, en el que se ataca 
una de las medidas asumidas por el legislativo para superar la problemática de la 
descongestión judicial, cuyo resultado lo constituyó la Ley 1395 de 2010. Esta ley establecía 
nuevas disposiciones en materia de pruebas extrajudiciales, pero definitivamente fue derogada 
mediante el art. 626 de la Ley 1564 de 2012.  
 
No obstante, su análisis jurisprudencial se torna importante para el objeto del presente 
estudio, en tanto establece criterios jurisprudenciales para comprender la finalidad y efectos 
de los testimonios anticipados con fines judiciales. Para comprender el sentido del fallo de 
inexequibilidad proferido por este Tribunal, así como el respectivo salvamento de voto del 
magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, se transcribe el texto en su integridad:  
 
Artículo 113. Pruebas extraprocesales. Podrán practicarse ante notario pruebas 
extraprocesales destinadas a procesos de cualquier jurisdicción, salvo la penal, con citación de 
la contraparte y con observancia de las reglas sobre práctica y contradicción establecidas en el 
Código de Procedimiento Civil. La citación de la contraparte para la práctica de pruebas 
extraprocesales deberá hacerse mediante notificación por aviso, con no menos de diez días de 
antelación a la fecha de la diligencia. Para estos efectos, facultase a los notarios para que 
reciban declaraciones extra proceso con fines judiciales (Ley de Descongestión Judicial, 2010, 




Frente a este artículo, el problema jurídico que se plantea la Corte Constitucional es si 
la potestad que se ha conferido a los notarios, vulnera los derechos establecidos en el artículo 
116 de la Carta Política, el cual establece que la administración de justicia se encuentra en 
manos del sistema judicial (altas cortes, demás tribunales y jueces) la Fiscalía General de la 
Nación, la Justicia Penal Militar, el Congreso de la República en algunos casos específicos y 
algunas autoridades administrativas mediante leyes especiales; pero en ningún caso, a la 
actividad notarial.  
 
Para resolver dicho problema, afronta el análisis jurisprudencial desde dos 
perspectivas específicas: respecto de la naturaleza jurídica de la función notarial y, en 
segundo lugar, de los criterios que determinan el carácter jurisdiccional de una función. 
Respecto al primer aspecto, la naturaleza jurídica de la función notarial, la Corte 
Constitucional identifica cinco características básicas:  
 
(i) Es un servicio público; (ii) a cargo de particulares, que actúan en desarrollo del principio 
de descentralización por colaboración; (iii) que además apareja el ejercicio de una función 
pública, en tanto depositarios de la fe pública; (iv) que para estos efectos se encuentran 
investido de autoridad; (v) sin que por ello adquieran el carácter de servidores públicos o de 
autoridades administrativas en sentido subjetivo u orgánico (Corte Constitucional, Sentencia 
C-863 de 2012).  
 
 Con estos cinco elementos característicos de la función notarial, se precisa por este 
Tribunal que la naturaleza jurídica de estas entidades es principalmente fedante, es decir que 
presenta un régimen jurídico especial propio de la descentralización por colaboración, 
caracterizada por el apoyo que los particulares hacen al Estado en el desempeño de 
determinadas funciones. Asimismo, señala que uno de los atributos especiales del notario es el 
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ejercicio de autoridad, ello como depositario respectivo de la fe pública y de su función 
especial.  
 
En lo que concierne al segundo elemento, sobre los criterios para construir la 
naturaleza jurisdiccional de la función judicial, la Corte Constitucional parte por señalar que 
la administración de justicia presenta como elementos constitucionales esenciales que las 
decisiones de los jueces son independientes (artículo 228 de la Carta Política) y que sus 
providencias se encuentran sometidas al imperio de la ley (art. 230 de la Carta Política).  
 
En virtud de esta base constitucional, se definen como principales criterios en materia 
de administración de justicia los siguientes: Carácter definitivo de las decisiones adoptadas 
(cosa juzgada); autonomía, independencia e imparcialidad en las sentencias conforme al juez 
natural; potestad decisoria y adjudicataria de derechos; actividad desplegada por jueces o 
funcionarios con atributos de jueces; ligado a un proceso judicial (presencia de partes en 
litigio) y; por último, que las actuaciones de los jueces se circunscriben a restringir derechos 
“fundamentales sujetos a reserva judicial, como el derecho a la libertad personal y el acceso a 
la administración de justicia” (Corte Constitucional, Sentencia C-863 de 2012).  
 
Con fundamento en estos elementos jurisprudenciales, estima la Corte Constitucional, 
en misma sentencia, que el art. 113 demandado es inconstitucional por cuanto esta potestad 
conferida a los notarios para la práctica de pruebas transciende su facultad fedataria y de 
autenticidad. Uno de los aspectos de sustento señala que la actividad notarial, en materia de 
pruebas extraprocesales, está planteada para asumirse sólo como prueba sumaria en procesos 




Otro de los argumentos expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia en 
referencia, destaca que para tener validez este tipo de prueba anticipada, se requiere 
necesariamente la citación de la contraparte por los medios judiciales expresamente señalados 
por la ley.  
Este requerimiento reitera el carácter contencioso de la actuación que se somete al notario. 
Ya no es solamente la decisión autónoma, unilateral o conjunta, de las futuras partes del 
proceso, de pre constituir algunas evidencias solicitando para ello la intervención del notario a 
fin de revestirlas de autenticidad, sino que se atribuye el ejercicio de la potestad de coerción 
que implica la aplicación del derecho en los procesos, comoquiera que la parte contra la que se 
pretende oponer la prueba debe comparecer y aceptar el escenario de discusión elegido por su 
contraparte (la notaría) (Corte Constitucional, Sentencia C-863 de 2012). 
 
Esta postura establecida en el artículo 113 de la ley demandada, genera la exigencia a 
los notarios de practicar pruebas anticipadas que son propias de los jueces de la república, ya 
que las mismas se deben ajustar a las reglas propias del ordenamiento procesal y en 
concordancia con el principio de contradicción. Bajo estos criterios, considera la Corte 
Constitucional que estas atribuciones desbordan en toda la función fedataria notarial, ya que 
les concede una función jurisdiccional que no se encuentra establecida como fundamento 
constitucional.  
 
Para ello, este Tribunal plantea la necesidad de diferenciar entre prueba y actividad 
probatoria. La primera es considerada como un “acto jurídico material” que se materializa, 
por ejemplo en documentos tales como el contrato de compraventa o en la declaración 
extraproceso. Bien distinta es la práctica probatoria que es, en síntesis, la ordenación y 
dirección del proceso, ello en cabeza de los jueces pues, según su criterio, implica tener una 
facultad decisoria frente a la validez o invalidez de una prueba que, por su misma esencia, es 
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fundamental en las decisiones que se toman: “Sólo al juez de la causa o su comisionado para 
ciertas diligencias le corresponde soberanamente la función de admitirla, ordenarlas, 
practicarlas y valorarlas” (Corte Constitucional, Sentencia C-863 de 2012). 
 
La consecuencia o efecto que podría generar el artículo 113 demandado, según esta 
Corte, radica en que dicha práctica probatoria ejercida por los notarios puede afectar derechos 
fundamentales y, por ende, en las decisiones y actuaciones que se deban llevar a cabo ante el 
operador jurídico. Esta vulneración de derechos fundamentales se estaría presentando v.gr., en 
que el notario pueda ordenar práctica de pruebas como exámenes radiológicos; en imponer 
multas a quienes no comparezcan a la práctica de las pruebas. Finalmente, plantea que se 
vulnera sustancialmente el principio de inmediación, ya que no sería el juez quien practique 
personalmente dicha diligencia.  
 
Lo anterior, permite a la Corte identificar tres elementos que fundamenta la 
inexequibilidad del artículo 113 de la Ley 1395 de 2010 en los siguientes términos:  
(i) la función que los incisos primero y segundo del artículo 113 de la Ley 1395 de 
2010, asignan a los notarios reviste naturaleza jurisdiccional; (ii) que los notarios 
no son autoridad administrativa en sentido orgánico, a la que se le pudiere atribuir, 
excepcionalmente y en materia precisas, función jurisdiccional al tenor del inciso 
tercero del artículo 116 de la Constitución; (iii) que para los efectos señalados en la 
norma, tampoco pueden ser ubicados en ninguna de las categorías de particulares 
investidos transitoriamente de la función de administrar justicia, en tanto que no 
son jurados en causas criminales, ni conciliadores, ni árbitros habilitados por las 
partes para proferir fallos en derecho o en equidad; concluye la Corte que asiste 
razón a las ciudadanas demandantes, toda vez que la Constitución no autoriza a los 
notarios para desempeñar funciones jurisdiccionales como es la de practicar 
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pruebas anticipadas con destino a procesos judiciales, con citación de la 
contraparte y sujeción al código de procedimiento civil (Corte Constitucional, 
Sentencia C-863 de 2010). 
 
Valga mencionar, que esta decisión no fue unánime, pues se presentó salvamento de 
voto del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, quien señaló que la Corte Constitucional 
debió declarar la exequibilidad de las normas demandadas, toda vez que sí posibilitaba una 
eficaz descongestión de los despachos judiciales, objetivo central de la Ley 1395 de 2010. El 
sustento para tal apreciación radica en afirmar que en ningún momento el artículo 113 de esta 
ley significaba atribuirles a los notarios la función jurisdiccional, esto en “razón a que su labor 
se limitaba a elaborar las actas correspondientes y a dejar constancia de las pruebas que se 
practicarían en su presencia, sin emitir conceptos respecto de las mismas” (Corte 
Constitucional, salvamento de voto Sentencia C-.863 de 2012). 
 
De igual manera, el hecho de citar a las partes no haría parte de esa función 
jurisdiccional, sino que esto se entiende como un elemento garantista del debido proceso, 
cuyo fundamento está en las reglas del principio de contradicción. Aunado a ello, destaca que 
las calidades y competencias profesionales de los notarios están fuera de toda duda, aspecto 
que se resalta con las exigencias propias del régimen disciplinario especial, luego ello no 
significaba para nada la privatización del sistema judicial.  
 
Por último, considera que con la decisión de la Corte Constitucional, se presenta una 
incoherencia en la interpretación del artículo 113 de la Ley 1395 frente a la Constitución 
Política, en la medida que si las declaraciones extraproceso con fines judiciales tienen 
sustento constitucional, no se entiende por qué el artículo 113, que guarda elementos de 




En síntesis, el análisis jurisprudencial desarrollado respecto a la práctica ante notaria 
del testimonio como prueba anticipada con fines judiciales, adquiere notoriedad por 
considerar que, en términos generales, se mantiene la regla de que sólo el juez es el que tiene 
la potestad para decretarlas y practicarlas, dejando al margen cualquier posibilidad para que 
los notarios lo lleven a cabo. Si bien existen al interior de las altas cortes voces disonantes, 
expresadas en los salvamentos de voto, no logran consolidar, en últimas, una línea 






4. Reglas que rigen la prueba anticipada testimonial 
 
Del análisis jurídico, doctrinal y jurisprudencial desarrollado en capítulos anteriores, 
se desprenden varios elementos que permiten caracterizar los principios y reglas aplicables a 
la práctica de testimonios como prueba anticipada para fines judiciales. En este marco 
analítico, se logró hacer una síntesis sobre las principales reglas aplicadas en Colombia, 
encontrando coincidencias como diferencias entre las diversas jurisdicciones. En ese sentido, 
en un primer momento, en la figura 4 se muestra la síntesis de las características y elementos 
más relevantes aplicados por las altas cortes (Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado y 
Corte Constitucional) en el manejo de la prueba testimonial anticipada, cuyo sustento se 
encuentra en la ratio decidendi de las sentencias.  
 
Como bien se señaló, en esta síntesis se encontraron reglas y principios que concurren 
en las diversas jurisdicciones, pero también elementos que diferencian entre una y otra 
jurisdicción. Una primera afirmación, permite considerar que los testimonios, como prueba 
anticipada para fines judiciales, guardan elementos coherentes de gran importancia que, si 
bien, podrían tomarse como superficiales, su análisis permite dilucidar que se ha presentado 
un importante desarrollo jurisprudencial y normativo. 
 
En ese sentido, como elementos que presentan, a nivel general, una profunda 
correspondencia en materia de pruebas testimoniales, se encuentran los siguientes: las pruebas 
se rinden bajo gravedad de juramento con sus respectivas excepciones; aplican los principios 
de concentración y contradicción; fundada en el derecho al debido proceso; es posible la 
prueba anticipada, pero se requiere de su ratificación y; cuando es aplicada por notarios o 
alcaldes se está hablando de prueba sumaria.  
Figura 4. Reglas y criterios de la prueba anticipada testimonial en las altas cortes 
 
Fuente: Elaboración propia  
La importancia de los testimonios bajo gravedad de juramento tiene implicaciones 
muy profundas para el testigo, ya que con sus afirmaciones se supone que está diciendo la 
verdad sobre lo que se está preguntando, luego el hecho de no hacerlo implicaría 
responsabilidades para este testigo. Así lo ha estimado la Corte Constitucional en Sentencia 
C-782 de 2005, cuando dice que el testigo puede verse abocado a dos situaciones que 
agravarían su situación: “si el acusado o el coacusado faltan a la verdad o la callan total o 
parcialmente, como una forma de ejercer su derecho a la defensa material, además podrían 
ser procesados por haber incurrido en un falso testimonio”. 
 
La otra situación señalada por este Tribunal corresponde al hecho de que se viole su 
derecho a la defensa y la no autoincriminación. Esto, ante los eventos en que, por temor del 
testigo a ser doblemente enjuiciado o que procesen a su compañera(o) o cónyuge, decida 
auto incriminarse; de ahí que sea inaceptable constitucionalmente, ya que es poner “al 
acusado o al coacusado ante la disyuntiva de renunciar a sus garantías constitucionales por 
la posibilidad cierta de resultar doblemente enjuiciado, a menos que opte por el silencio en 
desmedro de su derecho a la defensa” (Corte Constitucional, Sentencia C-782 de 2005).  
 
De igual manera, en el manejo de la prueba testimonial anticipada con fines 
judiciales se pone especial relevancia a la aplicación de los principios de concentración y 
contradicción. Efectivamente, Blanco et al. (2013) recalcan que el principio de 
contradicción se encuentra en sintonía con el artículo 29 de la Carta Política, en tanto se 
establece el derecho para que toda persona pueda presentar pruebas, pero también a 
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controvertir la que presenten la contraparte, permitiendo con ello que los involucrados 
tengan la oportunidad de rebatir o confirmar los hechos señalados en los testimonios.  
 
Se sostiene que el principio de contradicción ocupa un lugar fundamental en la 
producción de la prueba, que permite que se desarrolle el debate probatorio que le permitirá 
al operador judicial tener un conocimiento más claro sobre las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar. Tal es el caso señalado por Cortés y Vásquez (2012) quienes subrayan que, 
en los casos en los cuales el testigo tiene reserva de identidad, se debe garantizar que la 
defensa pueda controvertir este medio de prueba, pues de lo contrario, se estaría violando el 
derecho al debido proceso.  
 
Igual sucede con el principio de concentración, el cual plantea la necesidad de que 
la práctica de las pruebas como su respectivo debate se deban desarrollar de forma 
continua, pues ello permite que se pueda logar ejercer con eficacia el derecho de defensa, 
así como su validez constitucional, expresada en el art. 29 de la Carta Política (Blanco et 
al., 2013).  
 
Otro de los elementos en los cuales se encuentran coincidencias es el que tiene que 
ver con la ratificación de las pruebas anticipadas, cuya principal importancia está en que 
deja de ser el testimonio un documento declarativo, para convertirse en plena prueba que 
podrá ser apreciada por el juez. En caso de que esto no se presente, no se podrá poner a las 
partes para su controversia y, por ende, no será valorada y apreciada por el operador 
judicial, dado que permitirá que el testigo tenga la mayor credibilidad. 
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No obstante, el hecho de no ser valoradas como plena prueba, no significa que 
pierdan todo su valor. En ese sentido, el Consejo de Estado ha dicho que este tipo de 
pruebas que no son ratificadas, se pueden considerar como indicios que “unidos a los que 
resulten de otras pruebas, ellas sí practicadas dentro del proceso contencioso administrativo 
lleven al juzgador a la convicción plena de aquello que se pretende establecer” (Consejo de 
Estado, Sentencia 45433 de 2014). 
 
Frente a este panorama, se podría afirmar en un primer momento que la práctica de 
pruebas testimoniales anticipadas con fines judiciales en el ámbito notarial no tendría 
cabida en el ordenamiento jurídico colombiano. No obstante, los resultados del análisis 
jurídico en su integridad permiten identificar disensos y excepciones en la jurisprudencia, 
que podrían hacer posible que es dable su utilización como parte integral de la función 
notarial, sin que ello implique pasar las fronteras e invadir la función jurisdiccional propia 
del sistema judicial.  
 
Un primer elemento se extrae de la sentencia emitida por el Consejo de Estado el 15 
de marzo de 2017, en donde se plantea que, en los casos en los cuales se presente un riesgo 
de vulneración o violación de derechos humanos, es dable que se admitan como plena 
prueba aquellos testimonios rendidos en entidades que presentan una naturaleza jurídica 
diferente a la Nación. Esto fue tratado en referencia a un testimonio recogido por la 
Personería del municipio de Guapi que, al no ser una entidad diferente a la Nación. No 
obstante, plantea el Consejo de Estado, que al ser hechos que representan una vulneración 




Ahora bien, se advierte que en este caso se refieren hechos que constituyen grave violación 
de Derechos Humanos, en tanto se afirma haberse inferido tratos crueles, inhumanos y 
degradantes a una persona que se hallaba privada de la libertad. Por lo tanto, resulta 
procedente la aplicación de las normas internacionales, aunque las mismas se opongan a los 
estándares probatorios internos, con el fin de poder garantizar la prevalencia de tales 
derechos, lo cual permitirá en el caso concreto, apreciar las pruebas testimoniales que 
fueron recogidas por la Personería de Guapi, que, de otra manera, no podrían ser aducidas 
contra la Nación, por las razones antes señaladas. Así lo consideró en oportunidad anterior, 
la Subsección “C” de la Sección Tercera, acogiendo la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Consejo de Estado, 2017) 
 
Así las cosas, si bien este caso aplicó a una Personería, también se podría asumir 
para el caso de las notarías, ello en función que, pese a no ser una entidad de la Nación, el 
hecho que un ciudadano pretenda rendir testimonios sobre vulneración grave de derechos 
humanos sí ameritaría que el mismo se pudiera rendir ante notaria.  
 
 Es posible considerar excepciones en el tratamiento de la prueba testimonial 
anticipada con fines judiciales en sede notarial, sin que esto implique que se traspasen las 
fronteras establecidas, legal y jurisprudencialmente, entre la función notarial y la función 
jurisdiccional. En ese entendido, el notario podrá dar fe de unos hechos referidos en un 
testimonio, en el que existen riesgos de vulneración de derechos humanos, pero sin que ello 
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implique que dicho funcionario adopte decisiones judiciales, ya que estas siempre se 
encontrarán en cabeza del operador judicial en cada una de sus jurisdicciones.  
 
Es decir, la tarea del notario se encamina a generar o crear un escenario jurídico 
idóneo en el que el testigo podrá narrar los hechos objeto de su interés y que por las 
condiciones y contexto en el que se encuentra, no lo puede hacer mediante el procedimiento 
judicial idóneo, porque existen serios peligros de vulneración o violación de derechos 
humanos y la premura de este testimonio es vital para que se puedan esclarecer 
jurídicamente los hechos mencionados en dicho testimonio.  
 
Como se observa, el juez sigue conservando su función jurisdiccional y, partiendo 
de la sana crítica, podrá admitir este medio de prueba como plena prueba. No obstante, es 
evidente de que esta admisión de la prueba testimonial anticipada deberá estar acompañada 
de otros medios de prueba que puedan ratificar lo dicho por el testigo, pero que, a su vez, 
permita a cualquiera de las partes, ejercer su derecho a la aplicación de los principios de 
contradicción y concentración.  
 
Un segundo elemento, que ya se había alcanzado a mencionar anteriormente, 
proviene de la esfera jurisdiccional, en particular del salvamento de voto esgrimido en la 
Corte Constitucional por el Honorable Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; ello 
respecto a la inconstitucionalidad decretada en este Tribunal respecto a las pruebas 
extraprocesales a practicarse ante notarios. Para este Magistrado, la posibilidad de este tipo 
de pruebas anticipadas no transgrede la función jurisdiccional establecida a los jueces, sino 
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que posibilita escenarios jurídicos plenamente válidos para la descongestión judicial, 
permitiendo con ello que se conserve la prueba de forma plena, ya que lo establecido en la 
norma demandada posibilitaba el contradictorio.  
 
A su vez, se dice en el salvamento de voto mencionado, precisa que se conserva 
intacta la función jurisdiccional, en tanto el juez conserva sus prerrogativas jurisdiccionales 
de decidir sobre la validez o invalidez de dicha prueba (que debe ir acompañada de otros 
medios de prueba para confirmar su decisión) y la contraparte conserva su posibilidad de 
interrogar a quien hace el testimonio por medio notarial.  
 
En este entendido, se puede sintetizar señalando que la prueba testimonial 
anticipada con fines judiciales requiere de criterios y reglas que deben contemplarse para su 
formulación, pero que las mismas se encuentran en el marco de las excepciones. Ello en el 
entendido de que una plena prueba testimonial requiere, como regla general, que se aplique 
bajo los principios de inmediación, concentración y contradicción, para que pueda 
conservar y garantizar el derecho al debido proceso que tienen las partes, así como la plena 
autonomía de los jueces al momento de su valoración.  
 
No obstante, frente a esta regla general, se plantea que esta no es absoluta, sino que 
se requiere su ampliación en el ámbito notarial, como una excepción a la cual pueden 
acudir, tanto las partes y testigos, para dejar plena y legalmente expresado, una versión de 




5. Alternativas para que se pueda valorar el testimonio efectuado ante notario 
 
Ante los evidentes pronunciamientos jurisprudenciales como los establecidos por la 
norma jurídica, es menester señalar que se requiere plantear una propuesta que coadyuve a 
que los notarios puedan practicar testimonios en el ámbito de los procesos administrativos. 
 
Uno de ellos, corresponde a fijar unos criterios legales y jurisprudenciales que 
permitan que, en los casos de posible vulneración de derechos humanos y ante la 
imposibilidad de hacer el testimonio por vía judicial, se permita a los notarios practicar la 
prueba testimonial anticipada.  
 
Ahora, es evidente que el juez no tomará tal testimonio como válido, sino, si y sólo 
si, la contraparte mediante procedimiento abreviado impulsado por el juez, puede hacer 
valer su derecho a la contradicción y el debate de la prueba soportada por este medio.  
 
Otro de los casos corresponde a aquellos momentos en los cuales la parte que 
pretende proponer el testimonio anticipado no cuenta con las garantías judiciales para 
practicarlo ante operador judicial. En ese sentido, el notario podrá, mediante el uso de las 
diversas tecnologías de la comunicación, dar fe del testimonio y, por ende, poder ser 





6. Conclusiones y recomendaciones 
 
Frente al objetivo general establecido en el presente trabajo, se puede considerar que 
el testimonio ante notaría, como prueba anticipada, no se puede aplicar, en el entendido que 
al procurar la verdad de los hechos y ante la imposibilidad fáctica de que un juez pueda 
practicarla, no es plausible que se pudiera practicar, pues ello implicaría traspasar las 
fronteras de la función notarial e invadir, en consecuencia, la órbita jurisdiccional.  
 
Si bien el escenario puesto por el Consejo de Estado se daba en otro contexto, el 
estudio no logra contemplar con firmeza la aplicabilidad ante notarios, ya que estos no 
tendrían las competencias jurídicas y condiciones técnicas para dar fe de lo que se diga en 
el testimonio para que, ulteriormente, sea el juez quien, bajo su función jurisdiccional, 
determine si es simplemente un indicio, una prueba sumaria o plena prueba.  
 
Ahora, la prueba testimonial anticipada con fines judiciales permite entender 
también que existen criterios, reglas y principios que se deben conservar como parte 
integral del derecho al debido proceso. En este sentido, se concluye que el testimonio como 
medio de prueba, debe cumplir con todos los criterios legales y jurisprudenciales analizados 
en el presente trabajo, entre los que se identifica que se deben llevar a cabo bajo gravedad 
de juramento; que se garantice la aplicación de los principios de inmediación, 
concentración y contradicción; que si el testimonio no es ratificado en sede judicial durante 
el proceso, se entiende únicamente como prueba sumaria o como indicio; que el testigo 
necesariamente debe ser un tercero extraño al proceso, es decir que no represente intereses 
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para las partes y se pueda tachar; que en el testimonio se deben exponer de forma clara las 
circunstancia de tiempo, modo y lugar de los hechos objeto de ulterior demanda o 
denuncia; y que se puedan practicar en aquellos casos en los cuales se encuentren personas 
gravemente enfermas.  
 
Por último, se puede concluir que la prueba testimonial anticipada con fines 
judiciales es un derecho constitucional que tienen las partes, pero que el mismo se debe 
contemplar bajo premisas y eventos específicos que, excepcionalmente (como el propuesto 
en el acápite anterior), se deberían contemplar para su aplicación ante notarios, siempre 
bajo criterios constitucionales y legales que favorezcan el debido proceso en el marco del 
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